
BOJA núm. 45Página núm. 6.162 Sevilla, 18 de abril 2002

Vocal-Secretaria: Martínez Jiménez, María del Pilar, Cate-
drática de Escuelas Universitarias de la Universidad de
Córdoba.

Vocal primero: Estellés Belenguer, Hermelando, Catedrá-
tico de la Universidad Politécnica de Valencia.

Vocal segundo: Ametller Congost, Lluis, Catedrático de
Escuelas Universitarias de la Universidad Politécnica de
Cataluña.

Vocal tercero: Luzón Cuesta, Rafael, Catedrático de Escue-
las Universitarias de la Universidad de Jaén.

Comisión suplente:

Presidente: Llinares Galiana, Jaime, Catedrático de la Uni-
versidad Politécnica de Valencia.

Vocal-Secretario: León Alvarez, Julio, Catedrático de
Escuelas Universitarias de la Universidad de Córdoba.

Vocal primero: Muñoz González, Alfonso, Catedrático de
la Universidad de La Laguna.

Vocal segundo: Gálvez Martínez, Francisco J., Catedrático
de Escuelas Universitarias de la Universidad Politécnica de
Valencia.

Vocal tercero: Rodríguez Cano, Luis Román, Catedrático
de Escuelas Universitarias de la Universidad de Burgos.

RESOLUCION de 20 de marzo de 2002, de la
Universidad de Huelva, por la que se hace pública
la composición de las Comisiones que habrán de resol-
ver los concursos para la provisión de plazas de Cuerpos
Docentes Universitarios.

De conformidad con lo establecido en la Resolución de la
Universidad de Huelva de 23 de julio (BOE de 7 de agosto
de 2001), por la que se convocan concursos para la provisión
de diversas plazas de Cuerpos Docentes de esta Universidad.

Este Rectorado ha dispuesto:

Hacer pública la composición de las Comisiones que
habrán de resolver los concursos para la provisión de plazas
de Cuerpos Docentes de esta Universidad, que figuran como
Anexo a la presente Resolución.

Las citadas Comisiones deberán constituirse en un plazo
no superior a cuatro meses, a contar desde la publicación
de la presente Resolución en el Boletín Oficial del Estado.

Contra esta Resolución, lo interesados podrán presentar
la reclamación prevista en el artículo 6.º, apartado 8.º, del
Real Decreto 1888/1984, de 26 de septiembre (BOE de 26 de
octubre), ante el Rector de la Universidad de Huelva, en el
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de su
publicación.

Huelva, 20 de marzo de 2002.- El Rector, Antonio
Ramírez de Verger Jaén.

CONCURSOS CONVOCADOS POR RESOLUCION 23.7.2001
(BOE de 7 de agosto de 2001)

CUERPO DE PROFESORES TITULARES DE UNIVERSIDAD
AREA DE CONOCIMIENTO: DERECHO PENAL-3

Comisión titular:

Presidente: Don José Luis Díez Ripollés, Catedrático de
Universidad de la Universidad de Málaga.

Vocales:

Don Juan Felipe Higuera Guimera, Catedrático de Uni-
versidad de la Universidad de Zaragoza.

Don Fernando Pérez Alvarez, Profesor Titular de Univer-
sidad de la Universidad de Salamanca.

Doña Ana Isabel Pérez Cepeda, Profesora Titular de Uni-
versidad de la Universidad de La Rioja.

Secretario: Don Borja Mapelli Caffarena, Catedrático de
Universidad de la Universidad de Sevilla.

Comisión suplente:

Presidente: Don José Luis de la Cuesta Arzamendi, Cate-
drático de Universidad de la Universidad del País Vasco.

Vocales:

Don José Luis González Cussac, Catedrático de Univer-
sidad de la Universidad Jaume I de Castellón.

Don Ignacio de Loyola Muñagorri Laguía, Profesor Titular
de Universidad de la Universidad del País Vasco.

Doña M.ª Pilar Fernández Pantoja, Profesora Titular de
Universidad de la Universidad de Jaén.

Secretario: Don Antonio Doval Pais, Profesor Titular de
Universidad de la Universidad de Valencia.

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 21 de marzo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se adjudican
las becas para la formación de técnicos en materia
de gestión, información y documentación turística, con-
vocadas por Orden de 15 de noviembre de 2001.

Reunida la Comisión de Selección el día 6 de marzo de
2002, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el punto 8
del Anexo I de la Orden de 15 de noviembre de 2001, por
la que se convocan becas para la formación de técnicos en
materia de gestión, información y documentación turística, y
teniendo en cuenta las designaciones llevadas a cabo por dicha
Comisión, considerando las calificaciones obtenidas,

HE RESUELTO

1. Adjudicar 5 becas con una dotación de 1.051,77
euros/mes cada una, durante doce meses, para realizar tra-
bajos en el ámbito de la gestión, información y documentación
del turismo, con cargo a las aplicaciones presupuestarias
0.1.14.00.01.00.48000.75A.0 y 3.1.14.00.01.00.48000.
75A.1.2003, a:

A) Sistema de gestión documental y servicios biblio-
tecarios:

Adjudicatarias NIF

Trujillo Martín, Gema 27306408-A
Baena Cubillo, Asunción 34002422-G
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Suplentes:

Primero: Alvarez López, Raquilda 24299302-D
Segunda: López Fidalgo, Clara María 11959766-L
Tercero: Fernández Ramos, Andrés 09798909-N
Cuarta: Medina Rubio, M.ª Luisa 24269015-J

B) Actividades de comunicación interna y externa:

Adjudicataria NIF

Tejera Vaquerizo, Margarita 52563395-T

Suplentes:

Primero: Prieto Rueda, José Antonio 75014733-A
Segunda: Romero García, M.ª Nieves 27314753-E

C) Informática para el tratamiento de la información y
la documentación:

Adjudicatario NIF

Alba Quiñónez, Francisco Alejandro 28742677-Z

Suplentes:

Primera: Barbosa Calvo, Gema 80053959-K
Segunda: Fernández Rodríguez, Bárbara 53533299-V

D) Técnicas de Archivo y aplicaciones informáticas a fon-
dos documentales:

Adjudicataria NIF

Rodríguez Ruiz, M.ª del Mar 28741817-M

Suplentes:

Primera: Rivas Roldán, M.ª Dolores 77532069-N
Segunda: Serrano Serrano, Verónica 30825926-S

2. A tenor de lo dispuesto en la base tercera del Anexo I
de la Orden de convocatoria, los trabajos, estudios e informes
realizados por los adjudicatarios en el disfrute de sus becas
serán de propiedad de la Consejería de Turismo y Deporte.

3. Además de las obligaciones previstas en los artícu-
los 105, letras a) a d), y 108, letra h), de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, el pago de la última mensualidad estará condicionado
a la entrega de una memoria de las actividades realizadas
durante el período de duración de la beca, de conformidad
con lo establecido en la base novena del Anexo I de la citada
Orden de convocatoria.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá recurrir potestativamente en reposición en
el plazo de un mes o impugnar directamente ante la Sala
de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla, del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, de conformidad con lo establecido
en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 21 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Rodríguez de León García.

RESOLUCION de 21 de marzo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se adjudica la
beca para la formación de técnicos en materia de ges-
tión de información y documentación en medicina
deportiva, convocas por Orden de 26 de noviembre
de 2001.

Reunida la Comisión de Selección el día 6 de marzo de
2002 para dar cumplimiento a lo dispuesto en el punto 8
del Anexo I de la Orden de 26 de noviembre de 2001, por
la que se convoca una beca para la formación de técnicos
en materia de gestión de información y documentación en
medicina deportiva, y teniendo en cuenta las designaciones
llevadas a cabo por dicha Comisión, considerando las cali-
ficaciones obtenidas,

HE RESUELTO

1. Adjudicar la becas con una dotación de 1.051,77
euros/mes cada una, durante doce meses, para realizar tra-
bajos en el ámbito de la gestión de información y documen-
tación de medicina deportiva, con cargo a las aplicaciones
presupuestarias 0.1.14.00.01.00.48000.75A.0 y 3.1.14.
00.01.00.48000.75A.1.2003, a:

- Carmona González, Belén: 24.259.155-C.

Suplentes:

Primero: López Fidalgo, Clara María: 11.959.766-L.
Segunda: Alvarez López, Raquilda: 24.299.302-D.

2. A tenor de lo dispuesto en la base tercera del Anexo I
de la Orden de convocatoria, los trabajos, estudios e informes
realizados por los adjudicatarios en el disfrute de sus becas
serán de propiedad de la Consejería de Turismo y Deporte.

3. Además de las obligaciones previstas en los artícu-
los 105, letras a) a d), y 108, letra h), de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, el pago de la última mensualidad estará condicionado
a la entrega de una memoria de las actividades realizadas
durante el período de duración de la beca, de conformidad
con lo establecido en la base novena del Anexo I de la citada
Orden de convocatoria.

Contra la presente Resolución que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá recurrir potestativamente en reposición en
el plazo de un mes o impugnar directamente ante la Sala
de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla, del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses contados
desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, de conformidad con lo establecido
en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998 de 13 de julio, de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 21 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Rodríguez de León García.

RESOLUCION de 6 de marzo de 2002, de la Direc-
ción General de Actividades y Promoción Deportiva,
por la que se dispone la publicación de los Estatutos
de la Federación Andaluza de Baloncesto.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 del
Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas
Andaluzas, por Resolución de esta Dirección General de Acti-
vidades y Promoción Deportiva de 30 de abril de 2001, se
aprobaron los Estatutos de la Federación Andaluza de Balon-
cesto y se acordó su inscripción en el Registro Andaluz de
Entidades Deportivas, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.
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En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-
posición antes mencionada, se dispone la publicación de los
Estatutos de la Federación Andaluza de Baloncesto, que figuran
como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 6 de marzo de 2002.- El Director General, José P.
Sanchís Ramírez.

TITULO I

PRINCIPIOS GENERALES

CAPITULO I

Definición, composición y representatividad

Artículo 1. 1. La Federación Andaluza de Baloncesto (en
adelante FAB) es una entidad deportiva de carácter privado
y naturaleza asociativa, sin ánimo de lucro, con personalidad
jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento
de sus fines, consistentes en la promoción, práctica y desarrollo
del Baloncesto, en el ámbito territorial de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

2. Además de sus propias atribuciones, ejerce por dele-
gación funciones públicas de carácter administrativo, actuando
en estos casos como agente colaboradora de la Administración
y ostenta el carácter de utilidad pública en Andalucía.

3. La FAB se integrará en la correspondiente Federación
Española, de acuerdo con el procedimiento y requisitos esta-
blecidos en los Estatutos de ésta, gozando así del carácter
de utilidad pública, de conformidad con la Ley del Deporte
Estatal.

Artículo 2. La Federación Andaluza de Baloncesto está
integrada por los clubes deportivos, secciones deportivas,
deportistas, entrenadores y árbitros, que de forma voluntaria
y expresa se afilien a través de la preceptiva licencia.

Artículo 3. 1. La Federación Andaluza de Baloncesto
ostenta la representación de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía en las actividades y competiciones deportivas oficiales
de carácter estatal e internacional, celebradas dentro y fuera
del territorio español.

2. Asimismo, la FAB representa en el territorio andaluz
a la Federación Española de Baloncesto.

CAPITULO II

Domicilio social y régimen jurídico

Artículo 4. La Federación Andaluza de Baloncesto está
inscrita en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas. Tiene
su domicilio social en la ciudad de Córdoba, C/ Avenida de
Guerrita, 31-local 5. El cambio de domicilio social necesitará
del acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros de la
Asamblea General, salvo que se efectúe dentro del mismo
término municipal, en cuyo caso podrá efectuarse por mayoría
simple. El cambio de domicilio deberá comunicarse al Registro
Andaluz de Entidades Deportivas.

Artículo 5. La Federación Andaluza de Baloncesto se rige
por la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte; por
el Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas
Andaluzas; por el Decreto 236/1999, de 13 de diciembre,
del Régimen Sancionador y Disciplinario Deportivo, y demás
normativa deportiva autonómica de aplicación, así como por
los presentes Estatutos y los reglamentos federativos.

CAPITULO III

Funciones

Artículo 6. Son funciones propias de la FAB las de gobier-
no, administración, gestión, organización, desarrollo y promo-
ción del deporte del Baloncesto en todo el territorio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 7. 1. Además de sus funciones propias, la FAB
ejerce por delegación, bajo los criterios y tutela de la Consejería
de Turismo y Deporte, las siguientes funciones de carácter
administrativo:

a) Calificar y organizar, en su caso, las actividades y com-
peticiones oficiales de ámbito autonómico.

b) Expedir licencias deportivas para participar en com-
peticiones oficiales.

c) Asignar, coordinar y controlar la correcta aplicación
que sus asociados den a las subvenciones y ayudas de carácter
público concedidas a través de la FAB.

d) Ejercer la potestad disciplinaria en los términos esta-
blecidos en los presentes Estatutos y reglamentos federativos.

e) Ejecutar, en su caso, las resoluciones del Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva.

f) Cualquier otra que se establezca reglamentariamente.

2. La Federación Andaluza de Baloncesto, sin la auto-
rización de la Administración competente, no podrá delegar
el ejercicio de las funciones públicas delegadas, si bien podrá
encomendar a terceros actuaciones materiales relativas a las
funciones previstas en las letras a), b) y c) del apartado anterior.

Artículo 8. La Federación Andaluza de Baloncesto, de
conformidad con lo preceptuado en el artículo 22.5 de la Ley
del Deporte de Andalucía, ejerce además las siguientes
funciones:

a) Colaborar con la Administraciones Públicas y con la
Federación Española en la promoción de sus modalidades
deportivas, en la ejecución de los planes y programas de pre-
paración de los deportistas de alto nivel en Andalucía, par-
ticipando en su diseño y en la elaboración de las relaciones
anuales de deportistas de alto nivel y ámbito estatal que realiza
el Consejo Superior de Deportes.

b) Colaborar con la Administración de la Junta de Anda-
lucía en la promoción de los deportistas de alto rendimiento
y en la formación de técnicos y árbitros.

c) Colaborar con la Administración Deportiva del Estado
en la prevención, control y represión del uso de sustancias
y grupos farmacológicos prohibidos, así como en la prevención
de la violencia en el deporte.

d) Colaborar en la organización de la competiciones ofi-
ciales y actividades deportivas que se celebren en el territorio
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de carácter estatal
o internacional.

e) Elaborar sus propios reglamentos deportivos, así como
disponer cuanto convenga para la promoción y mejora de la
práctica del Baloncesto.

f) Colaborar con la Administración Andaluza en la for-
mación de titulados deportivos.

g) Gestionar instalaciones deportivas de titularidad públi-
ca, de acuerdo con la legislación de patrimonio de aplicación.

Artículo 9. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 29.1 del Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades
Deportivas Andaluzas, la FAB se somete a las siguientes fun-
ciones de tutela de la Secretaría General para el Deporte:

a) Convocatoria de los órganos federativos cuando se
incumplan las previsiones contenidas en los presentes Esta-
tutos al respecto.
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b) Instar del Comité Andaluz de Disciplina Deportiva la
incoación del procedimiento disciplinario al Presidente y demás
miembros directivos de la FAB y, en su caso, la suspensión
cautelar de los mismos.

c) Convocar elecciones a los órganos de gobierno y repre-
sentación de la FAB, así como el nombramiento de una Comi-
sión Gestora, cuando se produzca una dejación manifiesta
de las atribuciones de los órganos federativos competentes
para el desarrollo de tal actividad.

d) Comprobar, previa a la aprobación definitiva, la ade-
cuación a la legalidad vigente de los reglamentos deportivos
de la FAB, así como sus modificaciones.

e) Resolución de recursos contra los actos que la FAB
haya dictado en el ejercicio de funciones públicas de carácter
administrativo.

f) Inspeccionar los libros y documentos oficiales y regla-
mentarios.

g) Avocar y revocar el ejercicio de las funciones públicas
que la FAB tenga atribuidas.

TITULO II

MIEMBROS DE LA FAB

CAPITULO I

La licencia federativa

Artículo 10. La licencia federativa es el documento
mediante el que se formaliza la relación de especial sujeción
entre la FAB y la persona o entidad de que se trate. Con
ella se acredita documentalmente la afiliación, sirviendo de
título acreditativo para el ejercicio de los derechos y deberes
reconocidos por los presentes Estatutos a los miembros de
la FAB.

La pérdida por su titular de la licencia federativa, por
cualquiera de las causas previstas, lleva aparejada la de la
condición de miembro de la FAB.

Artículo 11. 1. La expedición y renovación de las licencias
se efectuará en el plazo de un mes desde su solicitud, siempre
que el solicitante cumpla con los requisitos que fijan los pre-
sentes Estatutos y los reglamentos federativos.

2. La Junta Directiva acordará la expedición de la corres-
pondiente licencia federativa o la denegación de la misma.
Se entenderá estimada la solicitud si una vez transcurrido el
plazo mencionado en el apartado anterior no hubiese sido
resuelta y notificada expresamente.

3. La denegación de la licencia será siempre motivada
y contra la misma podrá interponerse recurso de alzada ante
el órgano competente de la Administración Deportiva.

Artículo 12. El afiliado a la FAB perderá la licencia fede-
rativa por las siguientes causas:

a) Por voluntad expresa del federado.
b) Por sanción disciplinaria.
c) Por falta de pago de las cuotas establecidas.
d) La pérdida de la licencia por la causa señalada en

el apartado c) requerirá la previa advertencia al afiliado, con
notificación fehaciente, concediéndole un plazo no inferior a
diez días para que proceda a la liquidación del débito con
indicación de los efectos que se producirían en caso de no
atender a la misma.

CAPITULO II

Los Clubes y Secciones Deportivas

Artículo 13. Podrán ser miembros de la Federación Anda-
luza de Baloncesto los clubes y las secciones deportivas que
reúnan los siguientes requisitos:

a) Que su objeto exclusivo o principal lo constituya la
práctica del Baloncesto.

b) Que estén inscritos en el Registro Andaluz de Entidades
Deportivas.

c) Que estén interesados en los fines de la FAB y se
adscriban a la misma.

Artículo 14. Los Clubes y secciones deportivas integrados
en la FAB deberán someterse a las disposiciones y acuerdos
emanados de sus órganos de gobierno y representación, y
estarán sujetos a la potestad disciplinaria de la FAB de con-
formidad con lo dispuesto en su reglamento disciplinario y
demás normativa de aplicación.

Artículo 15. La participación de los clubes y secciones
en competiciones oficiales de ámbito autonómico se regirá
por lo dispuesto en los presentes Estatutos, por los Regla-
mentos federativos y demás disposiciones de aplicación.

Artículo 16. El procedimiento de integración de los clubes
y secciones deportivas en la FAB, conforme a lo previsto en
los artículos 10 y 11 de estos Estatutos, se iniciará a instancia
de los mismos dirigida al Presidente, a la que se adjuntará
certificado del acuerdo de la Asamblea General en el que conste
el deseo de la entidad de federarse y de cumplir los Estatutos
de la FAB.

Artículo 17. 1. Los clubes y las secciones deportivas
podrán solicitar en cualquier momento la baja en la FAB,
mediante escrito dirigido al Presidente de la misma, al que
acompañarán acuerdo adoptado por la Asamblea General en
dicho sentido.

2. Asimismo perderán la condición de miembro de la
FAB cuando incurran en los siguientes supuestos:

a) Por extinción del club.
b) Por pérdida de la licencia federativa.

Artículo 18. Los clubes y secciones deportivas miembros
gozarán de los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FAB y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en la normativa
electoral deportiva de la Junta de Andalucía y en el reglamento
electoral de la FAB.

b) Estar representados en la Asamblea General de la FAB,
con derecho a voz y voto.

c) Tomar parte en las competiciones y actividades oficiales
federativas, así como en cuantas actividades sean organizadas
por la misma.

d) Beneficiarse de las prestaciones y servicios previstos
por la FAB para sus miembros.

e) Ser informado sobre las actividades federativas.
f) Separarse libremente de la FAB.

Artículo 19. Serán obligaciones de las entidades miembros:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
Estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
de la FAB.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias de integración.

c) Cooperar al cumplimiento de los fines de la FAB.
d) Poner a disposición de la FAB a los deportistas fede-

rados de su plantilla al objeto de integrar las selecciones depor-
tivas andaluzas, de acuerdo con la Ley del Deporte andaluz
y disposiciones que la desarrollan.

e) Poner a disposición de la FAB a sus deportistas fede-
rados, con el objeto de llevar a cabo programas específicos
encaminados a su desarrollo deportivo.
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f) Aquellas otras que le vengan impuestas por la legislación
vigente, por los presentes Estatutos o por los acuerdos váli-
damente adoptados por los órganos federativos.

CAPITULO III

Los deportistas, entrenadores y árbitros

Artículo 20. Los deportistas, entrenadores y árbitros, como
personas físicas y a título individual, pueden integrarse en
la FAB y tendrán derecho, de acuerdo con los artículos 10
y 11 de estos Estatutos, a una licencia de la clase y categoría
establecida en los Reglamentos federativos, que servirá como
ficha federativa y habilitación para participar en actividades
y competiciones deportivas oficiales, así como para el ejercicio
de los derechos y obligaciones reconocidos a los miembros
de la FAB.

Artículo 21. Los deportistas, entrenadores y árbitros cesa-
rán en su condición de miembro de la FAB por pérdida de
la licencia federativa.

Artículo 22. Se consideran deportistas quienes practican
el deporte del Baloncesto, respetando las condiciones fede-
rativas y estando en posesión de la correspondiente licencia.

Artículo 23. Los deportistas tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FAB y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en el reglamento
electoral de la FAB.

b) Estar representados en la Asamblea General de la FAB,
con derecho a voz y voto.

c) Estar en posesión de un seguro médico que cubra
los daños y riesgos derivados de la práctica del Baloncesto.

d) Tomar parte en las competiciones y actividades oficiales
federativas, así como en cuantas actividades sean organizadas
por la misma en el marco de las reglamentaciones que rigen
el deporte del Baloncesto.

e) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas cuando
sean convocados para ello.

f) Ser informado sobre las actividades federativas.
g) Separarse libremente de la FAB.

Artículo 24. Los deportistas tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
Estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines de la FAB.

d) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas y a los
programas específicos federativos encaminados a favorecer su
desarrollo deportivo.

e) Aquellos otros que le vengan impuestos por la legis-
lación vigente, por los presentes Estatutos o por los acuerdos
válidamente adoptados por los órganos federativos.

Artículo 25. 1. Los deportistas con licencia para participar
en competiciones oficiales de cualquier ámbito estarán obli-
gados a someterse a los controles antidopaje durante las com-
peticiones o fuera de ellas, a requerimiento de cualquier Orga-
nismo con competencias para ello.

2. Los jugadores serán clasificados en función de su sexo
y edad, y dentro de éstas, por la categoría de la competición
en que participen. Ningún jugador podrá suscribir licencia más
que dentro de la categoría a que pertenezca, ni alinearse con

equipo distinto al que vincula su licencia, salvo las excepciones
que reglamentariamente se establezcan.

3. La vinculación entre jugador y club finalizará por ven-
cimiento del plazo establecido, por mutuo acuerdo o por deci-
sión del órgano federativo o judicial competente, así como
por las restantes causas que establezca la normativa vigente.

Artículo 26. Son entrenadores las personas que, con la
titulación reconocida de acuerdo con la normativa vigente,
ejercen funciones de enseñanza, formación, perfeccionamiento
y dirección técnica del deporte del Baloncesto, respetando las
condiciones federativas y estando en posesión de la corres-
pondiente licencia.

Artículo 27. Los entrenadores tendrán los siguientes
derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FAB y ser elegidos para
los mismos en las condiciones establecidas en los reglamentos
electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la FAB,
con derecho a voz y voto.

c) Ser beneficiario de un seguro médico que cubra los
daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen en
relación con la práctica del Baloncesto.

d) Ser informado sobre las actividades federativas.
e) Separarse libremente de la FAB.

Artículo 28. Los entrenadores tendrán los siguientes
deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
Estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines de la FAB.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convocados
por la FAB.

e) Aquellos otros que les vengan impuestos por la legis-
lación vigente, por los presentes Estatutos o por los acuerdos
válidamente adoptados por los órganos federativos.

La titulación de los entrenadores que permita la dirección
de equipos de categorías oficiales de ámbito autonómico se
otorgará por la FAB, que, en cualquier caso, reconoce la titu-
lación expedida por los centros legalmente reconocidos de con-
formidad con la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte.

La vinculación entre entrenador y club finalizará por ven-
cimiento del plazo establecido, por mutuo acuerdo o por deci-
sión del órgano federativo o judicial competente, así como
por las restantes causas que establezca la normativa vigente.

Artículo 29. Son árbitros las personas que, con las cate-
gorías que reglamentariamente se determinen, velan por la
aplicación de las reglas del juego, respetando las condiciones
federativas y estando en posesión de la correspondiente
licencia.

Artículo 30. Los árbitros tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la FAB y ser elegidos para
los mismos, en las condiciones establecidas en el Reglamento
electoral federativo.

b) Estar representados en la Asamblea General de la FAB,
con derecho a voz y voto.

c) Ser beneficiario de un seguro médico que cubra los
daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen refe-
rentes a la práctica del Baloncesto.
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d) Ser informado sobre las actividades federativas.
e) Separarse libremente de la FAB.

Artículo 31. Los árbitros tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
Estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines de la FAB.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convocados
por la FAB.

e) Aquellas otras que le vengan impuestas por la legis-
lación vigente, por los presentes Estatutos o por los acuerdos
válidamente adoptados por los órganos federativos.

TITULO III

LA ESTRUCTURA ORGANICA

Artículo 32. Son órganos de la Federación Andaluza de
Baloncesto:

a) De Gobierno y representación:

- Asamblea General.
- El Presidente.
- La Junta Directiva.
- La Comisión Ejecutiva.

b) De Administración:

- El Secretario General.
- El Interventor.

c) Técnicos:

- El Comité de Arbitros.
- La Escuela de Entrenadores.

d) Los Comités Disciplinarios.
e) La Comisión Electoral.
f) Las Delegaciones Territoriales.

CAPITULO I

Organos de Gobierno y representación

Sección 1.ª La Asamblea General

Artículo 33. La Asamblea General es el órgano supremo
de gobierno y representación y está integrada por clubes y
secciones deportivas, deportistas, entrenadores y árbitros.

Artículo 34. Estará compuesta por el número de miembros
que se determine en el reglamento electoral de la FAB, de
conformidad con lo dispuesto en la normativa electoral depor-
tiva de la Junta de Andalucía.

Artículo 35. Los miembros de la Asamblea General serán
elegidos, cada cuatro años, coincidiendo con los años de cele-
bración de los Juegos Olímpicos de Verano, mediante sufragio
libre, secreto y directo, entre y por los componentes de cada
estamento de la FAB y de conformidad con las proporciones
que se establezcan en el reglamento electoral de la FAB.

La convocatoria deberá realizarse antes del 30 de junio
de cada año; ésta será efectuada de oficio por la Junta
Directiva.

Artículo 36. 1. Son electores y elegibles para miembros
de la Asamblea General de la FAB:

a) Los Clubes deportivos y las secciones deportivas que,
en la fecha de la convocatoria y al menos desde la anterior
temporada oficial, figuren inscritos en el Registro Andaluz de
Entidades Deportivas y estén afiliados a la FAB.

b) Los deportistas, entrenadores y árbitros que sean mayo-
res de edad, para ser elegibles, y que no sean menores de
16 años para ser electores, con licencia federativa en vigor
en el momento de la convocatoria de las elecciones y que
la hayan tenido en la temporada anterior.

Para ser elector o elegible en cualquiera de los estamentos
federativos es, además, necesario haber participado, al menos
desde la anterior temporada oficial, en competiciones o acti-
vidades oficiales, salvo causa de fuerza mayor debidamente
justificada o que no hubiera existido competición o actividad
con dicho carácter, bastando acreditar tal circunstancia.

2. Los requisitos exigidos para ser elector o elegible a
la Asamblea General deberán concurrir el día en que se publi-
que la convocatoria de elecciones.

Artículo 37. Los miembros de la Asamblea General cau-
sarán baja en los siguientes casos:

a) Expiración del período de mandato.
b) Fallecimiento.
c) Dimisión.
d) Incapacidad que impida el desempeño del cargo.
e) Sanción disciplinaria o resolución judicial que comporte

inhabilitación para ocupar cargos en la organización deportiva
o privación de la licencia federativa.

f) Cambio o modificación de la situación federativa que
implique la alteración de las condiciones y requisitos exigidos
para su elección, siendo requisito necesario la apertura del
correspondiente expediente contradictorio con audiencia al
interesado durante el plazo de diez días.

Transcurrido dicho plazo, la Junta Directiva de la FAB
resolverá sobre la mencionada baja. Esta Resolución se comu-
nicará a la Dirección General de Actividades y Promoción
Deportiva el día siguiente al de su adopción y se notificará
al interesado, que podrá interponer recurso contra la misma,
ante la Comisión Electoral federativa, en el plazo de cinco
días naturales desde su notificación.

Artículo 38. Son competencias exclusivas e indelegables
de la Asamblea General:

a) La aprobación de las normas estatutarias y sus
modificaciones.

b) La aprobación del presupuesto anual, su modificación
y su liquidación.

c) La aprobación y modificación de los Estatutos.
d) La elección del Presidente.
e) La designación de los miembros de los órganos de

disciplina deportiva.
f) La aprobación del calendario deportivo.
g) La aprobación de la Memoria anual.
h) Crear Comisiones Delegadas con la composición y fun-

ciones que establezca la Asamblea General.
i) La designación de los miembros del Comité de Con-

ciliación.
j) La resolución de la moción de censura y de la cuestión

de confianza del Presidente.
k) Adoptar el acuerdo de disolución voluntaria de la FAB

o conocer de la disolución no voluntaria y articular el pro-
cedimiento de liquidación.
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l) El otorgamiento de la calificación oficial de las acti-
vidades y las competiciones deportivas.

m) Aprobar las normas de expedición y revocación de
las licencias federativas así como sus cuotas.

n) Aprobar las operaciones económicas que impliquen
el gravamen o enajenación de sus bienes inmuebles o que
impliquen comprometer gastos de carácter plurianual.

o) La aprobación y modificación de sus reglamentos depor-
tivos, electorales y disciplinarios.

p) Resolver aquellas otras cuestiones que hayan sido
sometidas a su consideración en la convocatoria y se hallen
en el Orden del Día.

q) Cualquier otra que se le atribuya en los presentes Esta-
tutos o se le otorguen reglamentariamente.

Artículo 39. La Asamblea General se reunirá en sesión
plenaria y con carácter ordinario al menos una vez al año
para la aprobación de las cuentas y memoria de las actividades
deportivas del año anterior, así como del calendario, programas
y presupuesto anuales.

Podrán convocarse reuniones de carácter extraordinario
a iniciativa del Presidente o de un número de miembros de
la Asamblea General no inferior al 20% de los mismos.

Artículo 40. 1. La convocatoria deberá efectuarse median-
te comunicación escrita a todos los miembros de la Asamblea
General con expresa mención del lugar, día y hora de cele-
bración en primera y segunda convocatorias, así como el Orden
del Día de los asuntos a tratar. Entre la primera y la segunda
convocatorias deberá mediar una diferencia de al menos 30
minutos.

2. Las convocatorias se efectuarán con una antelación
de 15 días naturales a su celebración, salvo casos de urgencia
debidamente justificados.

Artículo 41. La Asamblea General quedará válidamente
constituida cuando concurran en primera convocatoria la
mayoría de sus miembros o, en segunda convocatoria, la ter-
cera parte de los mismos.

Artículo 42. 1. El Presidente de la FAB presidirá las reu-
niones de la Asamblea General y moderará los debates, regu-
lando el uso de la palabra y sometiendo a votación las pro-
posiciones o medidas a adoptar. El Presidente resolverá las
cuestiones de orden y procedimiento que pudieran plantearse.

2. Antes de entrar a debatir los asuntos previstos en el
Orden del Día se procederá al recuento de asistentes, mediante
la verificación de los asambleístas de conformidad con la nor-
mativa de aplicación.

Artículo 43. El Presidente, a iniciativa propia o petición
de un tercio de los miembros de la Asamblea General, podrá
convocar a las sesiones de la misma a personas que no sean
miembros de ella para informar de los temas que se soliciten.

Asimismo, podrán asistir a las reuniones de la Asamblea
General, con voz y sin voto, los miembros de la Junta Directiva
de la FAB que no lo sean de la Asamblea General.

Artículo 44. 1. Los acuerdos deberán ser adoptados, con
carácter general, por mayoría de los votos emitidos, salvo que
estos Estatutos prevean otra cosa.

2. El voto de los miembros de la Asamblea General es
personal e indelegable.

3. La votación será secreta en la elección del Presidente,
en la moción de censura, en la cuestión de confianza y en
la adopción de acuerdo sobre la remuneración del Presidente.
Será pública en los casos restantes, salvo que la décima parte
de los asistentes solicite votación secreta.

4. El Presidente tendrá voto de calidad, en caso de empate,
en la adopción de los acuerdos de la Asamblea General.

Artículo 45. El Secretario de la FAB lo será también de
la Asamblea General. En su ausencia, actuará como Secretario
el miembro más joven de la Asamblea.

Artículo 46. 1. El Acta de cada reunión especificará los
nombres de los asistentes, las personas que intervengan y
el contenido fundamental de las deliberaciones, así como el
texto de los acuerdos que se adopten y el resultado de las
votaciones y, en su caso, los votos particulares contrarios a
los acuerdos adoptados.

2. Podrá ser aprobada al finalizar la sesión del Pleno
correspondiente, sin perjuicio de su posterior remisión a los
miembros del mismo.

En caso de no ser sometida a aprobación al término de
la reunión, será remitida a todos los miembros de la Asamblea
en un plazo máximo de treinta días para su aprobación en
la próxima Asamblea General que se celebre, sin perjuicio
de la inmediata ejecutividad de los acuerdos adoptados, que
sólo podrán suspenderse por acuerdo del órgano competente.

Sección 2.ª El Presidente

Artículo 47. 1. El Presidente de la FAB es el órgano eje-
cutivo de la misma. Ostenta su representación legal, convoca
y preside los órganos de gobierno y representación y ejecuta
los acuerdos de los mismos, decidiendo en caso de empate
con su voto de calidad.

Asimismo, otorga la representación de la entidad y ostenta
la dirección superior de la administración federativa, contra-
tando al personal administrativo y técnico que se precise, asis-
tido por la Junta Directiva.

2. El Presidente nombra y cesa a los miembros de la
Junta Directiva de la FAB así como a los Delegados Territoriales
de la misma.

Artículo 48. El Presidente de la FAB será elegido cada
cuatro años, en el momento de constitución de la Asamblea
General, coincidiendo con los años de los Juegos Olímpicos
de Verano y mediante sufragio libre, directo y secreto por y
entre los miembros de la Asamblea General.

Artículo 49. 1. Los candidatos a Presidente de la FAB
deberán ser presentados como mínimo por el 15% de los
miembros de la Asamblea General.

2. Los clubes integrantes de la Asamblea, que no serán
elegibles para el cargo de Presidente, podrán proponer un
candidato que, además del requisito de presentación exigido
en el apartado anterior, deberá ser socio del club y tener la
condición de elegible para los órganos de gobierno y repre-
sentación del mismo.

Artículo 50. La elección del Presidente de la FAB se pro-
ducirá por un sistema de doble vuelta. Si en la primera votación
ningún candidato de los presentados alcanzara la mayoría
absoluta del total de los miembros de la Asamblea, se realizará
una nueva votación entre los dos candidatos más votados,
resultando elegido el que obtenga mayor número de votos.
En caso de empate, tras un receso de dos horas como mínimo,
se repetirá la votación y, de persistir el empate, se dirimirá
el mismo mediante sorteo.

Si sólo existiese un candidato, la Comisión Electoral fede-
rativa, una vez transcurrido el plazo de impugnación y resueltas
las mismas, nombrará al candidato como Presidente de la
FAB, debiendo ratificarlo la posterior Asamblea General que
se celebre.

Artículo 51. 1. En caso de ausencia, enfermedad o vacan-
te, le sustituirá el Vicepresidente Primero, sin perjuicio de las
delegaciones que considere oportuno realizar.

2. La sustitución en la Presidencia de la Asamblea, en
el caso de que el Vicepresidente Primero no sea miembro
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de la misma, recaerá en el miembro que sea designado por
la Asamblea entre los asistentes.

Artículo 52. El Presidente cesará por:

a) Por el transcurso del plazo para el que fue elegido.
b) Por fallecimiento.
c) Por dimisión.
d) Por incapacidad legal sobrevenida.
e) Por prosperar una moción de censura o no ser aprobada

una cuestión de confianza en los términos que se regulan
en los presentes Estatutos.

f) Por inhabilitación o destitución del cargo acordada en
sanción disciplinaria firme en vía administrativa.

g) Por incurrir en las causas de inelegibilidad o incom-
patibilidad establecidas en los presentes Estatutos o en la legis-
lación vigente.

Artículo 53. En el caso de que, excepcionalmente, quede
vacante la presidencia por cualquier causa que no sea la fina-
lización del mandato o el haber prosperado una moción de
censura, la Asamblea General Extraordinaria, que se celebrará
en el plazo de un mes, procederá a elegir nuevo Presidente
por el tiempo que falte hasta la terminación del plazo corres-
pondiente al mandato ordinario.

Artículo 54. 1. La moción de censura contra el Presidente
de la FAB habrá de formularse por escrito, mediante solicitud
al Presidente de la Comisión Electoral en la que consten las
firmas y los datos necesarios para la identificación de los pro-
motores, que serán, como mínimo, un 25 % de la Asamblea
General. La moción de censura deberá incluir necesariamente
un candidato alternativo a Presidente.

2. En el plazo de diez días, la Comisión Electoral cons-
tituirá una Mesa, integrada por dos miembros de la Junta
Directiva, designados por ésta, los dos primeros firmantes de
la moción de censura y un quinto miembro, elegido por la
Comisión Electoral entre federados de reconocida independen-
cia e imparcialidad, que actuará como Presidente, siendo
Secretario el más joven de los restantes.

3. Comprobada por la Mesa la legalidad de la moción
de censura, solicitará a la Junta Directiva que convoque Asam-
blea General Extraordinaria, lo que hará en cinco días, para
su celebración en un plazo no superior a un mes desde la
constitución de la Mesa.

4. La Asamblea, sus debates y la votación serán dirigidos
por la Mesa, que resolverá, por mayoría, cuantos incidentes
y reclamaciones se produzcan. Finalizada la votación, la Mesa
realizará el escrutinio. Para ser aprobada, la moción de censura
requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de la Asam-
blea General. Si así ocurre, el candidato alternativo será elegido
Presidente de la FAB.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su
naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser rechazada
o prosperar la moción de censura. Tales impugnaciones debe-
rán formularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión
Electoral, que las resolverá en tres días y, en su caso, pro-
clamará definitivamente Presidente al candidato alternativo
electo, sin perjuicio de los recursos administrativos y juris-
diccionales que procedan.

Las mismas impugnaciones y recursos proceden contra
la decisión de la Mesa de no tramitar la moción de censura.

6. Unicamente podrán formular dos mociones de censura
en cada mandato de la Asamblea y, entre ellas, deberá trans-
currir, como mínimo, un año.

Artículo 55. 1. El Presidente de la FAB podrá plantear
a la Asamblea General la cuestión de confianza sobre un pro-
grama o una declaración de política general de la entidad
deportiva.

2. La cuestión de confianza se debatirá en sesión extraor-
dinaria de la Asamblea General. A la convocatoria se acom-
pañará escrito justificativo de los motivos que fundamenten
la petición de confianza.

3. La sesión de la Asamblea General se iniciará con la
presentación por el Presidente federativo de los términos de
la confianza solicitada. Tras su exposición, podrán intervenir
los miembros de la Asamblea que lo soliciten y, en turno
de contestación, individual o colectiva, el propio Presidente.

4. Concluido el debate o, en su defecto, tras la intervención
del Presidente, tendrá lugar la votación. La confianza se enten-
derá otorgada por el voto favorable de la mayoría de asistentes
a la Asamblea. La denegación de la confianza supone el cese
inmediato del Presidente de la FAB.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualquier que fuese su
naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser otorgada
o denegada la confianza. Tales impugnaciones deberán for-
mularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión Electoral,
que las resolverá en tres días.

Artículo 56. El cargo de Presidente podrá ser remunerado,
siempre que tal acuerdo, así como la cuantía de la remu-
neración, sea aprobado en votación secreta por la mayoría
absoluta de los miembros de la Asamblea General.

En todo caso, la remuneración del Presidente concluirá
con el fin de su mandato, no pudiendo extenderse más allá
de la duración del mismo.

En ningún caso dicha remuneración podrá ser satisfecha
con cargo a subvenciones públicas.

Artículo 57. El cargo de Presidente de la FAB será incom-
patible con el desempeño de cualquier otro en la misma o
en los clubes o secciones deportivas que se integren en la FAB.

Sección 3.ª La Junta Directiva

Artículo 58. 1. La Junta Directiva en el órgano colegiado
de gestión de la FAB. Estará presidida por el Presidente.

2. La Junta Directiva asiste al Presidente en el cumpli-
miento de sus funciones y, en particular, en la confección
del proyecto de presupuesto y de las cuentas anuales de la
FAB, elaboración de la memoria anual de actividades, coor-
dinación de las actividades de las distintas Delegaciones Terri-
toriales, designación de técnicos de las Selecciones Deportivas
andaluzas, concesión de honores y recompensas y en la adop-
ción de disposiciones interpretativas de los Estatutos y Regla-
mentos federativos.

Artículo 59. Su número no podrá ser inferior a cinco ni
superior a quince, estando compuesta como mínimo por el
Presidente, un Vicepresidente, un Secretario y un Vocal.

Artículo 60. Los miembros de la Junta Directiva serán
nombrados y cesados libremente por el Presidente. De tal deci-
sión se informará a la Asamblea General.

Los miembros de la Junta Directiva que no lo sean de
la Asamblea tendrán acceso a las sesiones de la misma con
derecho a voz pero sin voto.

Artículo 61. Corresponde al Presidente, a iniciativa propia
o a instancia de la tercera parte de sus miembros, la con-
vocatoria de la Junta Directiva, que contendrá el lugar, fecha
y hora de su celebración, así como el Orden del Día.

La convocatoria deberá ser comunicada, al menos, con
siete días de antelación, salvo en los casos urgentes, en los
que bastará una antelación de 48 horas.

Quedará válidamente constituida con un mínimo de tres
miembros asistentes, siempre que uno de ellos sea el Pre-
sidente o el Vicepresidente Primero.

Igualmente, quedará válidamente constituida la Junta
Directiva, aunque no se hubiesen cumplido los requisitos de
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convocatoria, si concurren todos sus miembros y así lo acuer-
dan por unanimidad.

Artículo 62. 1. De las reuniones se levantarán las corres-
pondientes Actas, que se someterán a su aprobación final
de la sesión respectiva o al comienzo de la siguiente sesión
como primer punto del Orden del Día.

2. Los acuerdos de la Junta Directiva serán adoptados
por mayoría simple, teniendo el Presidente voto de calidad
en caso de empate.

Sección 4.ª La Comisión Ejecutiva

Artículo 63. La Comisión Ejecutiva es un órgano de gestión
de la FAB con la función específica de asistir a la Junta Direc-
tiva, resolver sobre aquellos asuntos de la actividad de la FAB
que le sean sometidos por el Presidente, y aquellas otras facul-
tades de la Junta Directiva que le sean expresamente dele-
gadas.

Los miembros de la Comisión Ejecutiva, que deberán ser
miembros de la Junta Directiva, serán libremente designados
y revocados por el Presidente.

A la Comisión Ejecutiva le será de aplicación lo dispuesto
en el artículo 61 de estos Estatutos, en cuanto a la convo-
catoria, constitución y acuerdo de sus reuniones, así como
la aprobación de las correspondientes actas.

CAPITULO II

Organos de Administración

Sección 1.ª El Secretario General

Artículo 64. La Secretaría General es el órgano admi-
nistrativo de la FAB que, además de las funciones que se
especifican en los artículos 65 y 66, estará encargado de
su régimen de administración conforme a los principios de
legalidad, transparencia y eficacia, con sujeción a los acuerdos
de los órganos de gobierno, a los presentes Estatutos y a los
Reglamentos federativos.

Al frente de la Secretaría General se hallará el Secretario
General, que lo será también de la Asamblea General y de
la Junta Directiva, teniendo voz pero no voto.

Artículo 65. El Secretario General será nombrado y cesado
por el Presidente de la FAB y ejercerá las funciones de fedatario
de los actos y acuerdos, así como de custodia de los archivos
documentales de la FAB.

En caso de ausencia será sustituido por la persona que
designe el Presidente.

Artículo 66. Son funciones propias del Secretario General:

a) Levantar Acta de las sesiones de los órganos en los
cuales actúa como Secretario.

b) Expedir las certificaciones oportunas, con el visto bueno
del Presidente, de los actos y acuerdos adoptados por dichos
órganos.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos citados en
el anterior punto.

d) Llevar los Libros federativos.
e) Preparar las estadísticas y la memoria de la FAB.
f) Resolver y despachar los asuntos generales de la FAB.
g) Prestar el asesoramiento oportuno al Presidente en los

casos en que fuera requerido para ello.
h) Ostentar la jefatura del personal de la FAB.
i) Preparar la documentación y los informes precisos para

las reuniones de los órganos en los que actúa como Secretario.
j) Coordinar la ejecución de las tareas de los órganos

federativos.

k) Velar por el cumplimiento de las normas jurídico-de-
portivas que afecten a la actividad de la FAB, recabando el
asesoramiento externo necesario para la buena marcha de
los distintos órganos federativos.

l) Velar por el buen orden de las dependencias federativas,
adoptando las medidas precisas para ello, asignando las fun-
ciones y cometidos entre los empleados y vigilando el estado
de las instalaciones.

m) Facilitar a los directivos y órganos federativos los datos
y antecedentes que precisen para los trabajos de su com-
petencia.

n) Cuidar de las relaciones públicas de la FAB ejerciendo
tal responsabilidad, bien directamente, bien a través de los
departamentos federativos creados al efecto.

o) Aquéllas que le sean asignadas por el Presidente de
la FAB.

Sección 2.ª El Interventor

Artículo 67. El Interventor de la FAB es la persona res-
ponsable del ejercicio de las funciones de control y fiscalización
interna de la gestión económico-financiera, patrimonial y pre-
supuestaria, así como de contabilidad y tesorería.

Artículo 68. El Interventor será designado y cesado por
la Asamblea General a propuesta del Presidente.

CAPITULO III

Organos Técnicos

Sección 1.ª Comité de Arbitros

Artículo 69. En el seno de la Federación Andaluza de
Baloncesto se constituye el Comité Técnico de Arbitros, cuyo
Director y cuatro vocales serán nombrados y cesados por el
Presidente de la FAB.

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple, tenien-
do voto de calidad el Director en caso de empate.

Artículo 70. Corresponden al Comité Técnico de Arbitros
las siguientes funciones:

a) Establecer los niveles de formación de árbitros de con-
formidad con los fijados por la Federación Deportiva española
correspondiente.

b) Proponer la clasificación técnica de los árbitros y la
adscripción a las categorías correspondientes.

c) Proponer los métodos retributivos de los mismos.
d) Coordinar con las Federaciones Deportivas españolas

y con las Delegaciones Territoriales los niveles de formación.
e) Designar, atendiendo a criterios objetivos, a los árbitros

en las competiciones oficiales de ámbito andaluz.
f) Aprobar la relación de informadores y, si los hubiere,

de comisarios arbitrales que hayan de actuar en las com-
peticiones de la FAB, que en cualquier caso deberán estar
en posesión de la correspondiente licencia.

En el ejercicio de las funciones de control encomendadas
al Comité Técnico de Arbitros respecto del procedimiento de
ascenso a las categorías bajo su tutela, este Organo deter-
minará el método de selección, regulando el régimen de admi-
sión de los aspirantes a las pruebas o cursos, fijando el pro-
grama, los criterios de evaluación y de elección de profesorado
en los mismos y designando a los Directores.

Se entenderá incluida la función de propuesta a la Fede-
ración Española de Baloncesto de los Árbitros que puedan
tener acceso a las categorías Nacionales, las valoraciones que
este Organismo exija de los Arbitros que reúnan tal condición
y, por consiguiente, tales valoraciones, así como cualquier
actividad o decisión que deba adoptar la Federación Andaluza
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a solicitud o mandato de la FEB, en materia de arbitraje, se
llevará a término a través del Comité Técnico de Arbitros.

Sección 2.ª La Escuela de Entrenadores

Artículo 71. La Escuela de Entrenadores estará constituida
por su Director y cuatro vocales, designados por el Presidente
de la FAB.

Artículo 72. La Escuela de Entrenadores es un órgano
de formación para los entrenadores de Baloncesto.

La Escuela de Entrenadores ostenta las funciones de
gobierno y representación de los entrenadores y técnicos de
la FAB y tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

a) Proponer, de conformidad con las normas vigentes,
los métodos complementarios de formación y perfecciona-
miento.

b) Emitir informe razonado sobre las solicitudes de licencia
formalizadas por los entrenadores en Andalucía.

c) Proponer y, en su caso, organizar cursos o pruebas
de perfeccionamiento y actualización para entrenadores.

Los profesores de la Escuela serán nombrados y revocados
por el Director, siempre que reúnan las condiciones de titu-
lación y currículum establecidos.

CAPITULO IV

Los Comités Disciplinarios

Sección 1.ª Normas Comunes

Artículo 73. Los Organos Disciplinarios de la FAB son
el Comité Andaluz de Competición y el Comité Andaluz de
Apelación. Estos Organos gozarán de independencia absoluta,
y sus integrantes, una vez designados, no podrán ser cesados
de su cargo hasta que finalice la temporada correspondiente,
salvo que incurran en alguno de los supuestos de inelegibilidad
previstos en los presentes Estatutos para los cargos directivos.

Los miembros de estos Comités habrán de ser licenciados
en Derecho con suficiente conocimiento del Baloncesto. Sus
Presidentes serán nombrados por la Asamblea General a pro-
puesta del Presidente de la FAB.

Los miembros de estos Comités no podrán desempeñar
cargo directivo alguno, ni tener licencia expedida a favor de
cualquiera de los Clubes participantes en las distintas com-
peticiones organizadas por la FAB.

Las vacantes producidas durante la temporada deportiva
en las Presidencias de estos Comités serán cubiertas, pro-
visionalmente, por la Junta Directiva a propuesta del Presidente
de la FAB, hasta la celebración de la siguiente Asamblea
General.

No podrá coincidir en una misma persona la calidad de
miembro de ambos Comités Jurisdiccionales.

Su organización administrativa y régimen de funciona-
miento se determinarán, reglamentariamente, de conformidad
con la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, normativa de
desarrollo.

Sección 2.ª Comité de Competición

Artículo 74. El Comité Andaluz de Competición estará
compuesto por un Juez Unico o un órgano colegiado con un
mínimo de tres miembros y un máximo de cinco.

En cualquier caso se diferenciará entre la fase de ins-
trucción y la de resolución, para que recaigan en personas
distintas.

Es competencia del Comité Andaluz de Competición resol-
ver en primera instancia las cuestiones disciplinarias que se
susciten como consecuencia de la infracción de las reglas

de juego o de las competiciones, o de las normas generales
deportivas.

Los acuerdos de los órganos colegiados se adoptarán por
mayoría simple, con las excepciones previstas en el Decreto
7/2000 y las que pudieran establecerse en otras disposiciones,
en los presentes Estatutos o Reglamentos de la FAB.

Artículo 75. Serán secciones del Comité Andaluz de Com-
petición, a todos los efectos, los Comités de Competición que
se formen en las distintas Delegaciones Territoriales, así como
en las fases de sector y finales de los Campeonatos de
Andalucía.

Artículo 76. Sus resoluciones son susceptibles de recurso
ante el Comité Andaluz de Apelación en el plazo de diez días.

Sección 3.ª Comité de Apelación

Artículo 77. El Comité de Apelación estará compuesto
por un mínimo de tres miembros y un máximo de cinco.

Artículo 78. Es competencia del Comité de Competición
el conocimiento de todos los recursos interpuestos contra las
resoluciones dictadas por el Comité de Competición, agotando
sus resoluciones la vía administrativa.

Artículo 79. Sus resoluciones son susceptibles de recurso
ante el Comité Andaluz de Disciplina Deportiva en el plazo
de quince días hábiles.

CAPITULO V

La Comisión Electoral

Artículo 80. 1. La Comisión Electoral estará integrada por
tres miembros y sus suplentes, elegidos por la Asamblea General,
en sesión anterior a la convocatoria del proceso electoral, siendo
preferentemente uno de sus miembros y su suplente licenciado
en Derecho, sin que se requiera su pertenencia al ámbito fede-
rativo. Su Presidente y Secretario serán también designados entre
los elegidos por la Asamblea General.

2. La condición de miembros de la Comisión Electoral
será incompatible con haber desempeñado cargos federativos
en el ámbito federativo durante los tres últimos años, excepto
en órganos disciplinarios o en anteriores Comisiones Electo-
rales. Tampoco podrán ser designados para cargo directivo
alguno durante el mandato del presidente electo.

3. Su mandato finaliza cuando la asamblea elija a los
nuevos miembros, de conformidad con lo previsto en el
apartado 1.

Artículo 81. La Comisión Electoral es el órgano encargado
de controlar que los procesos electorales de la FAB se ajusten
a la legalidad, correspondiéndole las siguientes funciones:

a) Admisión y publicación de candidaturas.
b) Designación, por sorteo, de las Mesas Electorales.
c) Autorización a los interventores.
d) Proclamación de los candidatos electos.
e) Conocimiento y resolución de las impugnaciones que

se formulen durante el proceso electoral, en la cobertura de
bajas o vacantes y en los supuestos de cese del Presidente
o moción de censura en su contra.

f) Actuación de oficio cuando resulte necesario.

Contra los acuerdos de la Comisión Electoral federativa
resolviendo las impugnaciones contra los distintos actos del
proceso electoral, podrá interponerse recurso ante el Comité
Andaluz de Disciplina Deportiva en el plazo de tres días hábiles
desde el día siguiente al de su notificación.
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CAPITULO VI

Organización Territorial

Sección 1.ª Las Delegaciones Territoriales

Artículo 82. La estructura territorial de la FAB se acomoda
a la organización territorial de la Comunidad Autónoma, arti-
culándose a través de las Delegaciones Territoriales.

Artículo 83. Las Delegaciones Territoriales, que estarán
subordinadas jerárquicamente a los órganos de gobierno y
representación de la FAB, ostentarán la representación de la
misma en su ámbito.

La FAB aprobará su estructura territorial adecuándola a
la propia de la Comunidad Autónoma de Andalucía, salvo en
supuestos excepcionales y, en todo caso, previa autorización
de la Dirección General de Actividades y Promoción Deportiva.

Artículo 84. 1. Las Delegaciones Territoriales se regirán
por las normas y reglamentos emanados de esta FAB.

2. La Estructura Orgánica de las Delegaciones Territoriales
está constituida por:

a) Organos de Gestión:

- Delegado.

b) Organos Técnicos:

- Comité de Arbitros.
- Comité Técnico.

c) Organos Disciplinarios:

- Comité de Competición.

Sección 2.ª Los Delegados Territoriales

Artículo 85. Al frente de cada Delegación Territorial existirá
un Delegado que será designado y cesado por el Presidente
de la FAB, debiendo ostentar la condición de miembro de
la Asamblea General, salvo en el supuesto de que lo sea de
la Junta Directiva.

Los Delegados Territoriales de la FAB desempeñarán las
funciones estatutariamente previstas.

El Delegado será nombrado por el Presidente de la Fede-
ración Andaluza de Baloncesto, si bien puede estudiar las
propuestas que puedan serle realizadas por los diversos esta-
mentos del Baloncesto en la provincia respectiva.

Artículo 86. Son funciones propias de los Delegados todas
aquéllas que le sean asignadas específicamente por el Pre-
sidente:

a) Resolver y despachar los asuntos generales de la
Delegación.

b) Nombrar y revocar, libremente, a los Directores de
los Comités de Árbitros y Técnico, observando, en su caso,
la incompatibilidad prevista en los presentes Estatutos.

c) Prestar el asesoramiento oportuno al Presidente de la
FAB en los casos en que fuera requerido para ello.

d) Coordinar la ejecución de las tareas de los órganos
federativos de la Delegación.

e) Velar por el cumplimiento de las normas jurídico-de-
portivas que afecten a la actividad de la Delegación.

f) Cuidar el buen orden de las dependencias federativas,
adoptando las medidas precisas para ello, vigilando el estado
de las instalaciones.

g) Facilitar a los Directivos y órganos federativos los datos
y antecedentes que precisen para los trabajos de su com-
petencia.

h) Enviar, mensualmente, la relación de gastos e ingresos.
i) Confeccionar, anualmente, el Presupuesto de la Dele-

gación Territorial.
j) Someterse a la contabilidad general de la FAB, para

ello seguirá las pautas marcadas en cada momento.
k) Aquéllas que le sean asignadas por el Presidente de

la Federación Andaluza de Baloncesto.

Artículo 87. El Comité de Arbitros es el órgano encargado
de regular la actividad del arbitraje en las competiciones de
ámbito provincial.

Artículo 88. El Comité de Arbitros tendrá como funciones
propias:

a) La determinación de los árbitros que hayan de participar
en encuentros de competiciones oficiales de ámbito provincial.

b) Aprobar las normas administrativas de funcionamiento
del arbitraje en las competiciones referidas en el apartado
anterior.

c) Aprobar la relación de informadores y, si los hubiere,
de comisarios arbitrales que hayan de actuar en las com-
peticiones de ámbito provincial, que en cualquier caso deberán
estar en posesión de la correspondiente licencia.

d) Proponer al Delegado las tarifas arbitrales para los par-
tidos de las competiciones de ámbito provincial.

Artículo 89. El Comité Técnico es el órgano de formación
y desarrollo de los jugadores de Baloncesto en el ámbito
provincial.

Artículo 90. Son funciones propias del Comité Técnico:

a) Designar los jugadores que han de intervenir en las
actividades programadas por el Comité Técnico de la FAB,
cuando sean requeridos para ello.

b) Colaborar en la ejecución de los planes y programas
de preparación de los deportistas de alto nivel en Andalucía.

c) Cualquier otra que le sea encomendada reglamen-
tariamente.

Artículo 91. El Comité de Competición tendrá la consi-
deración, a todos los efectos, de Sección del Comité Andaluz
de Competición, ostentando todas sus funciones y facultades
en los encuentros de competiciones de ámbito provincial.

CAPITULO VII

Disposiciones generales

Artículo 92. Sin perjuicio de las demás incompatibilidades
previstas en los presentes Estatutos, el ejercicio del cargo de
Presidente, miembro de la Junta Directiva, Delegado Territorial,
Secretario, Interventor y Presidentes de los Comités y Comi-
siones existentes en la FAB, será incompatible con:

- El ejercicio de otros cargos directivos en una Federación
Andaluza o Española distinta a la que pertenezca aquélla donde
se desempeñe el cargo.

- El desempeño de cargos o empleos públicos directa-
mente relacionados con el ámbito deportivo.

- La realización de actividades comerciales directamente
relacionadas con la FAB.

TITULO IV

LAS COMPETICIONES OFICIALES

Artículo 93. 1. La calificación de la actividad o compe-
tición como oficial corresponde, de oficio o previa solicitud,
en exclusiva a la FAB.
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2. Para obtener el carácter de oficial será requisito indis-
pensable el acuerdo a tal efecto de la Asamblea General cada
temporada o período anual.

Artículo 94. En el supuesto de solicitud de calificación
de una competición como oficial, deberán especificarse las
razones por las que se formula y, asimismo, las condiciones
en que se desarrollará tal actividad o competición, siendo requi-
sito mínimo e indispensable el que esté abierta a todos sin
discriminación alguna, sin perjuicio de las diferencias deri-
vadas de los méritos deportivos.

Artículo 95. Para calificar una actividad o competición
deportiva como de carácter oficial, se tendrán en cuenta, entre
otros, los siguientes criterios:

a) Existencia de una modalidad o especialidad deportiva
oficialmente reconocida.

b) Desarrollo de todas las pruebas y encuentros en ins-
talaciones incluidas en el Inventario Andaluz de Instalaciones
Deportivas.

c) Capacidad y experiencia organizativa y de gestión de
los promotores.

d) Nivel técnico y relevancia de la actividad o competición
en el ámbito deportivo andaluz.

e) Garantía de medidas de seguridad contra la violencia.
f) Control y asistencia sanitaria.
g) Aseguramiento de responsabilidad civil, de acuerdo con

la legislación vigente.
h) Conexión o vinculación de la actividad o competición

deportiva con otras actividades y competiciones deportivas de
ámbito estatal e internacional.

i) Disponibilidad de reglamentación específica para su
desarrollo, incluyendo la disciplinaria.

j) Previsión de fórmulas de control y represión de dopaje.

TITULO V

EJERCICIO DE LAS FUNCIONES PUBLICAS DELEGADAS

Artículo 96. 1. Los actos que se dicten por la Federación
Andaluza de Baloncesto en el ejercicio de las funciones públi-
cas delegadas se ajustarán a los principios inspiradores de
las normas reguladoras del procedimiento administrativo
común.

2. A falta de regulación expresa en estos Estatutos o en
los Reglamentos federativos sobre los procedimientos para el
ejercicio de las funciones públicas delegadas, se fija un trámite
de audiencia a los interesados durante un período mínimo
de cinco días hábiles y un plazo de resolución, para los ini-
ciados mediante solicitud de los interesados, que no podrá
ser superior a un mes.

Artículo 97. Los actos dictados por la Federación Andaluza
de Baloncesto en el ejercicio de las funciones públicas de
carácter administrativo son susceptibles de recurso ante el
Secretario General para el Deporte, con arreglo al régimen
establecido para el recurso de alzada en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, rigiéndose por su normativa específica
los que se interpongan contra los actos dictados en ejercicio
de la potestad disciplinaria, cuyo conocimiento corresponde
al Comité Andaluz de Disciplina Deportiva.

TITULO VI

REGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 98. La Federación Andaluza de Baloncesto ejerce
la potestad disciplinaria deportiva sobre las personas y enti-
dades integradas en la misma: Clubes o secciones deportivas
y sus deportistas, entrenadores y árbitros y, en general, sobre

quienes de forma federada desarrollen la modalidad deportiva
propia de la FAB.

Artículo 99. La potestad disciplinaria federativa se ejercerá
por la FAB a través de los órganos disciplinarios establecidos
en estos Estatutos.

Artículo 100. El régimen disciplinario será regulado regla-
mentariamente, de conformidad con la normativa autonómica,
debiendo contener como mínimo los siguientes extremos:

a) Un sistema tipificado de infracciones, calificándolas
según su gravedad.

b) Un sistema de sanciones correspondientes a cada una
de las infracciones, así como las causas o circunstancias que
eximan, atenúen o agraven las responsabilidades y los requi-
sitos de su extinción.

c) El procedimiento disciplinario aplicable y el recurso
admisible.

TITULO VII

CONCILIACION EXTRAJUDICIAL

Artículo 101. Cualquier cuestión litigiosa de naturaleza
jurídico-deportiva que se suscite entre deportistas, árbitros,
clubes y demás partes interesadas, como miembros integrantes
de la FAB, podrá ser objeto de conciliación extrajudicial y
voluntariamente sometida al Comité de Conciliación.

Se exceptúan aquellas materias que afecten al régimen
sancionador deportivo y a aquellas otras que, de conformidad
con la legislación vigente, se refieran a derechos personalísimos
no sometidos a libre disposición.

Artículo 102. El Comité de Conciliación lo integrarán un
Presidente y dos vocales, con la formación adecuada y espe-
cífica en la materia, que serán nombrados, con igual número
de suplentes, por la Asamblea General por un período de cuatro
años.

Sus funciones son las de promover la solución de los
conflictos en materia deportiva a través de la conciliación entre
las partes, adoptando aquellas medidas que garanticen los
principios de contradicción, igualdad y audiencia del proce-
dimiento de conciliación y la ejecución voluntaria de sus
resoluciones.

Artículo 103. Toda persona física o jurídica que manifieste
su voluntad de someter a conciliación una cuestión litigiosa
en materia deportiva ante el Comité de Conciliación deberá
así solicitarlo expresamente a este órgano federativo, por escrito
y haciendo constar los hechos que lo motivan y los funda-
mentos de derecho que puedan ser invocados, así como las
pruebas que se propongan y las pretensiones de la demanda.

Dicho escrito se acompañará de documento donde figure
su inequívoca voluntad de someterse a la conciliación extra-
judicial.

Artículo 104. El Comité de Conciliación, una vez recibida
la solicitud, dará traslado de la misma a las partes implicadas
para que, en un plazo de quince días, formulen contestación.
En ella se contendrá, en todo caso, la aceptación de la con-
ciliación con expresa mención de someterse a la resolución
que pudiera dictarse, pretensiones, alegaciones y, en su caso,
las pruebas pertinentes que se deriven de las cuestiones sus-
citadas o, por el contrario, la oposición a la conciliación. En
este último supuesto se darán por concluidas las actuaciones.

Artículo 105. Los miembros del Comité de Conciliación
podrán ser recusados por alguna de las causas previstas en
el ordenamiento jurídico administrativo. Si la recusación, que
será resuelta por el propio Comité, fuera aceptada, los recu-
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sados serán sustituidos por sus suplentes. De los nuevos nom-
bramientos se dará traslado a todos los interesados en el pro-
cedimiento de conciliación.

Artículo 106. Recibida la contestación a que se refiere
el artículo 104 sin oposición alguna al acto de conciliación,
el Comité de Conciliación procederá, a continuación, a valorar
los escritos de demanda y oposición, practicar las pruebas
que estime pertinentes y convocará a todas las partes en un
mismo acto, para que, en trámite de audiencia, expongan
sus alegaciones y aporten las pruebas que a su derecho
convengan.

En este acto, cuyos debates serán moderados por el Pre-
sidente del Comité de Conciliación, se hará entrega a las partes
de copia del expediente tramitado hasta ese momento.

Artículo 107. En un plazo de veinte días desde la cele-
bración de la anterior convocatoria, el Comité de Conciliación
dictará resolución en el expediente de conciliación, que será
notificada y suscrita por las partes intervinientes.

La resolución conciliadora será ejecutiva y cumplida en
el plazo de diez días desde que fue notificada.

Artículo 108. El procedimiento de conciliación tendrá una
duración máxima de dos meses, sin perjuicio de ser prorrogado
por expreso acuerdo de todas las partes.

TITULO VIII

RÉGIMEN ECONOMICO-FINANCIERO DE LA FAB

Artículo 109. 1. La Federación Andaluza de Baloncesto
tiene presupuesto y patrimonio propios para el cumplimiento
de sus fines, debiendo aplicar la totalidad de sus rentas a
los fines deportivos para los que se constituye.

2. El patrimonio de la FAB está integrado por los bienes
y derechos propios y por los que le sean cedidos por la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía o cua-
lesquiera otras Administraciones Públicas.

Artículo 110. Son recursos de la FAB, entre otros, los
siguientes:

a) Las subvenciones que puedan concederle las Entidades
públicas.

b) Las donaciones, herencias y legados que reciba y pre-
mios que le sean otorgados.

c) Los beneficios que produzcan las actividades y com-
peticiones deportivas que organice, así como los derivados
de los contratos que realice.

d) Los frutos de su patrimonio.
e) Los préstamos o créditos que obtenga.
f) Cualesquiera otros que se le atribuyan por disposición

legal o en virtud de convenio.

Artículo 111. 1. El proyecto de Presupuesto Anual de
la FAB será elaborado por el Presidente y la Junta Directiva,
que lo presentará para su debate y aprobación a la Asamblea
General.

No podrán aprobarse presupuestos deficitarios, salvo pre-
via autorización de la Consejería competente en materia de
Deportes.

2. La liquidación del presupuesto deberá ser aprobada
por la Asamblea General, previo informe de la Junta Directiva.

Artículo 112. 1. La FAB ostenta las siguientes compe-
tencias económico-financieras:

a) Gravar y enajenar sus bienes inmuebles, salvo los que
le sean cedidos por las Administraciones Públicas, siempre
que con ello no se comprometa de modo irreversible el patri-

monio federativo. Cuando el importe de la operación sea igual
o superior al 10% de su presupuesto, requerirá la aprobación
de la Asamblea General, por acuerdo de dos tercios de sus
miembros.

b) Gravar y enajenar sus bienes muebles.
c) Emitir títulos representativos de deuda o de parte alí-

cuota patrimonial, con autorización de la Asamblea General.
Los títulos serán nominativos y se inscribirán en el libro corres-
pondiente, donde se anotarán también las sucesivas trans-
ferencias, de acuerdo con la normativa reguladora de la
materia.

d) Ejercer actividades de carácter industrial, comercial,
profesional o de servicios, siempre que los posibles beneficios
sean destinados al cumplimiento de su objeto social. En ningún
caso podrán repartirse directa o indirectamente los posibles
beneficios entre los integrantes de la FAB.

e) Comprometer gastos de carácter plurianual. Cuando
el gasto anual comprometido supere el 10% del presupuesto
o rebase el período de mandato del Presidente requerirá la
aprobación de la Asamblea General, por acuerdo de dos tercios
de sus miembros.

f) Tomar dinero a préstamo en los términos establecidos
en la legislación vigente.

2. El Presidente podrá solicitar préstamos bancarios previo
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Autorización de la Junta Directiva para operaciones
de hasta tres millones de pesetas.

b) Autorización de la Asamblea General para operaciones
de hasta el 25% del presupuesto de la FAB, por mayoría
de dos tercios.

Artículo 113. 1. El gravamen y enajenación de los bienes
inmuebles financiados, en todo o en parte, con subvenciones
o fondos públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía
requerirán autorización previa de la Dirección General de Acti-
vidades y Promoción Deportiva.

2. El gravamen y enajenación de los bienes muebles,
financiados total o parcialmente con fondos públicos, requiere
dicha autorización cuando superen los dos millones de pesetas.

Artículo 114. La Federación Andaluza de Baloncesto ejer-
cerá el control de las subvenciones que asigne a las Entidades
Deportivas, en los términos que establezca la Consejería com-
petente en materia de Deportes.

Artículo 115. Los recursos económicos de la FAB deberán
estar depositados en Entidades bancarias o de ahorro a nombre
de «Federación Andaluza de Baloncesto», siendo necesarias
dos firmas conjuntas, autorizadas por el Presidente, para la
disposición de los mismos.

En las Delegaciones Territoriales, las cuentas bancarias
deberán estar a nombre de FAB-Delegación de .........., siendo
la disposición de las mismas de forma mancomunada de dos
(el Delegado Territorial y persona que designe éste). El Pre-
sidente de la FAB podrá cancelar o bloquear y disponer de
forma indistinta si fuese necesario.

Artículo 116. 1. La contabilidad de la FAB se ajustará
a las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad
y prescripciones legales aplicables que desarrolle el órgano
competente de la Consejería de Economía y Hacienda.

El Interventor ejercerá las funciones de control y fisca-
lización interna de la gestión económico-financiera, patrimonial
y presupuestaria, así como de contabilidad y tesorería.

2. La contabilidad de la Federación Andaluza de Balon-
cesto será llevada por el Tesorero, nombrado por el Presidente,
quién además elaborará la documentación e informes que le
sean solicitados por los Organos de Gobierno, Administración
y Representación.
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Artículo 117. La FAB se someterá, cada dos años como
mínimo o cuando la Dirección General de Actividades y Pro-
moción Deportiva de la Consejería de Turismo y Deporte lo
estime necesario, a auditorías financieras y de gestión sobre
la totalidad de sus gastos o, en su caso, a verificaciones de
contabilidad. La FAB remitirá los informes de dichas auditorías
a la Consejería de Turismo y Deporte.

TITULO IX

REGIMEN DOCUMENTAL DE LA FAB

Artículo 118. 1. La Federación Andaluza de Baloncesto
llevará los siguientes libros:

a) Libro de Registro de Delegaciones Territoriales, que
deberá reflejar la denominación, domicilio social y demás cir-
cunstancias de las mismas. Se harán constar también en él
los nombres y apellidos de los Delegados Territoriales y, en
su caso, miembros de los órganos colegiados, de represen-
tación y gobierno de la Delegación Territorial, así como las
fechas de toma de posesión y cese de estos cargos.

b) Libro de Registro de Clubes, en el que se hará constar
su denominación, domicilio social, nombre y apellidos de su
Presidente y miembros de la Junta Directiva, con indicación
de las fechas de toma de posesión y cese.

En este Libro se inscribirán también las secciones depor-
tivas integradas en la FAB.

c) Libro de Actas, en el que se incluirán las Actas de
las reuniones de la Asamblea General, de la Junta Directiva
y demás órganos colegiados de la FAB. Las Actas especificarán
necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión,
las circunstancias de lugar y de tiempo en que se ha celebrado,
los puntos principales de las deliberaciones, así como el con-
tenido de los acuerdos adoptados.

d) Libro de entrada y salida de correspondencia, en el
que se hará el correspondiente asiento de todo escrito que
sea presentado o se reciba en la FAB y también se anotará
la salida de escritos de la FAB a otras entidades o particulares.
Los asientos se practicarán respetando el orden temporal de
recepción o salida. El sistema de registro garantizará la cons-
tancia en cada asiento, ya sea de entrada o de salida, de
un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha de entra-
da o de salida, identificación del remitente y destinatario, y
referencia al contenido del escrito.

e) Libros de contabilidad, de conformidad con la normativa
de aplicación.

f) Cualesquiera otros que procedan legalmente.

2. Con independencia de los derechos de información
y acceso de los miembros de la FAB y señaladamente de
los asambleístas que, en lo que atañe a su específica función,
deberán disponer de la documentación relativa a los asuntos
que se vayan a tratar en la Asamblea General con una ante-
lación suficiente a su celebración, los Libros federativos están
abiertos a información y examen, de acuerdo con la legislación
vigente, cuando así lo dispongan decisiones judiciales, de los
órganos competentes en materia deportiva y, en su caso, de
los auditores.

TITULO X

LA DISOLUCION DE LA FAB

Artículo 119. La Federación Andaluza de Baloncesto se
disolverá por las siguientes causas:

a) Acuerdo de la Asamblea General, convocada en sesión
extraordinaria y con ese único punto del Orden del Día.

Dicho acuerdo, que será adoptado necesariamente por
mayoría cualificada de dos tercios de los miembros de la Asam-

blea, así como la certificación acreditativa del estado de la
tesorería, se comunicará al órgano administrativo deportivo
competente de la Junta de Andalucía, a los efectos previstos
en la normativa aplicable.

b) Integración en otra Federación Deportiva Andaluza.
c) No elevación a definitiva de la inscripción provisional

en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas, a los dos
años de su inscripción.

d) Revocación administrativa de su reconocimiento por
desaparición de las causas y circunstancias que dieron lugar
a su constitución o por incumplimiento de los objetivos para
los que fue creada.

e) Resolución judicial.
f) Aquellas otras previstas en el ordenamiento jurídico.

Artículo 120. En el acuerdo de disolución, la Asamblea
General designará una Comisión liquidadora del patrimonio
de la FAB, con capacidad para administrar, conservar y recu-
perar los bienes y derechos de la entidad, efectuar pagos y,
en general, ejercer aquellas otras acciones imprescindibles
para practicar la liquidación final.

En todo caso, el patrimonio neto resultante, si lo hubiera,
se destinará al fomento y práctica de actividades deportivas,
salvo que por Resolución judicial se determine otro destino.

TITULO XI

APROBACION Y MODIFICACION DE LOS ESTATUTOS Y
REGLAMENTOS FEDERATIVOS

Artículo 121. Los Estatutos y Reglamentos federativos
serán aprobados por la Asamblea General, al igual que sus
modificaciones, mediante acuerdo de la mayoría cualificada
de dos tercios de sus miembros.

Artículo 122. La iniciativa de reforma de los Estatutos
y Reglamentos se verificará a propuesta exclusiva del Pre-
sidente, de la Junta Directiva por mayoría, o por un tercio
de los miembros de la Asamblea General.

Artículo 123. El Presidente o la Junta Directiva elaborarán
el correspondiente proyecto a la consideración de la Asamblea
General para su debate y aprobación, en su caso, en la reunión
que convoque al efecto.

Junto con la convocatoria se remitirá el texto del proyecto
a todos los miembros de la Asamblea General, otorgando un
plazo de quince días para que formulen motivadamente las
enmiendas o sugerencias que estimen pertinentes.

Artículo 124. La reforma o sus modificaciones deberán
ser aprobadas por acuerdo de la mayoría cualificada de dos
tercios de los miembros de la Asamblea General.

Artículo 125. No podrá iniciarse la reforma de los Estatutos
y Reglamentos una vez sean convocadas las elecciones a la
Asamblea General y a la Presidencia de la FAB, o haya sido
presentada una moción de censura.

Artículo 126. 1. Los acuerdos de aprobación o de modi-
ficación adoptados serán remitidos para su ratificación al órga-
no administrativo competente en materia deportiva de la Junta
de Andalucía. Asimismo, se solicitará su inscripción en el
Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

2. Las disposiciones aprobadas o modificadas sólo pro-
ducirán efectos frente a terceros desde la fecha de inscripción
en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

Disposición Derogatoria. Quedan derogados los Estatutos
de la FAB hasta ahora vigentes y cuantas normas y acuerdos
se opongan a lo previsto en los presentes Estatutos.
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Disposición Final. Sin perjuicio de su publicación en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, los presentes Estatutos
surtirán efecto frente a terceros una vez aprobados por la Asam-
blea General de la FAB y ratificados por el Director General
de Actividades y Promoción Deportiva e inscritos en el Registro
Andaluz de Entidades Deportivas.

RESOLUCION de 18 de marzo de 2002, de la
Delegación Provincial de Jaén, por la que se aprueban
las listas provisionales de admitidos y excluidos a la
convocatoria de subvenciones en materia de infraes-
tructura turística para el ejercicio 2002, al amparo
de la Orden que se indica.

De conformidad con lo establecido en la Disposición Adi-
cional Primera.8 de la Resolución de 19 de diciembre de 2001,
de la Dirección General de Planificación Turística, por la que
se convoca la concesión de subvenciones en materia de infraes-
tructura turística al amparo de la Orden de la Consejería de
Turismo y Deporte de 22 de diciembre del 2000 (BOJA núm. 6,
de 16.1.2001), esta Delegación Provincial

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas provisionales de solicitantes
admitidos y excluidos a la citada convocatoria, expresando
las causas de exclusión conforme se indica en el Anexo de
esta Resolución.

Segundo. Exponer para conocimiento público las listas
correspondientes en el tablón de anuncios de esta Delegación
Provincial de Turismo y Deporte de Jaén, sita en el Paseo
de la Estación, núm. 19, 3.ª planta.

Tercero. A tenor de lo dispuesto en el art. 9 de la Orden
de convocatoria, requerir a los solicitantes excluidos, seña-
lándoles que disponen de un plazo de diez días, contados
a partir del día siguiente al de la publicación de la presente
Resolución, para subsanar los defectos o aportar los docu-
mentos que hayan motivado la exclusión e indicándoles que
si así no lo hicieren se les tendrá por desistidos de su solicitud.

Concluido el plazo de subsanación, por Resolución de
la Delegada Provincial, se declararán aprobados los listados
definitivos de solicitantes. Dicha Resolución se publicará en
el BOJA, con indicación expresa el lugar de exposición de
las listas definitivas.

Jaén, 18 de marzo del 2002.- La Delegada, Marta
Jiménez Castellano.

ANEXO I

ENTIDADES PRIVADAS

Código Descripción causas de exclusión

01 No completa los datos requeridos según el modelo
de solicitud de acuerdo con el Anexo I de la Orden

02 Fecha presentación de instancia fuera de plazo
03 Instancia sin firmar
04 El solicitante no está contemplado en la Orden

como beneficiario de la subvención
05 El objeto incumple parcialmente las condiciones

recogidas en la Orden para ser considerado
subvencionable

06 El objeto incumple totalmente las condiciones
recogidas en la Orden para ser considerado
subvencionable

07 No se aporta copia compulsada de DNI y NIF,
en caso de solicitante persona física

08 Para solicitante persona jurídica, no se aporta (co-
pia compulsada):

8-a) CIF
8-b) razón social o denominación completa,
estatutos
8-c) copia compulsada de la escritura de cons-
titución inscrita en el Registro Mercantil, según
legislación mercantil que le sea aplicable

09 Para solicitante Cooperativas, Asociaciones y
demás Entidades, no se aporta (copia compul-
sada):

9-a) CIF
9-b) escritura de constitución
9-c) estatutos de la sociedad inscritos en el Regis-
tro correspondiente

10 Para solicitante con la condición de Institución
sin ánimo de lucro, no se aporta (copia com-
pulsada):

10-a) CIF
10-b) copia compulsada de los estatutos inscritos
en el Registro correspondiente
10-c) Certificación de inscripción en el registro
correspondiente

11 No se aporta acreditación de la representación
mediante poder bastanteado o cualquier medio
admitido en derecho

12 No se aporta declaración expresa responsable
sobre las ayudas (públicas o privadas, nacionales
o internacionales) que tiene solicitadas o conce-
didas para el mismo proyecto, debiendo espe-
cificarse en ella la entidad concedente y el impor-
te, en su caso

13 No se aporta declaración expresa responsable de
no estar iniciada la actividad o inversión a la fecha
de la solicitud y de iniciarse en el año de la con-
vocatoria correspondiente

14 No se aporta declaración expresa responsable de
tener la consideración de PYME conforme a las
normas de la Unión Europea

15 No se aporta declaración expresa responsable del
compromiso de financiación del presupuesto que
no se subvenciona, con expresión de otras fuentes
de financiación, en su caso

16 No se aporta declaración expresa responsable de
no haber sido objeto de resolución administrativa
o judicial firme de reintegro o justificación de su
ingreso

17 No se aporta descripción completa de la actividad
o proyecto de inversión a ejecutar, compren-
siva de:

17-a) memoria descriptiva o proyecto, en su caso
(incluyendo documentación gráfica)
17-b) plazo previsto para la ejecución y desarrollo
de la inversión
17-c) presupuesto desglosado

18 No se aporta título acreditativo de la condición
de explotador o arrendatario, en el caso de que
la gestión no corresponda al solicitante de la ayu-
da, así como autorización del propietario

19 Incumplimiento de los requisitos exigidos en la
normativa turística de aplicación (en particular,
falta de inscripción en el Registro de Turismo de
Andalucía)

20 No se aporta documentación acreditativa del cum-
plimiento de los criterios de priorización que se
especifica en el apartado 4 de la convocatoria
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ANEXO II

ENTIDADES LOCALES ANDALUZAS

Código Descripción causas de exclusión

01 Fecha de presentación de la solicitud fuera de
plazo

02 Impreso de solicitud sin firmar o con omisión de
datos requeridos según el modelo de solicitud,
de acuerdo con el Anexo I de la Orden de
convocatoria

03 El objeto incumple totalmente las condiciones
para ser considerado subvencionable

04 El objeto incumple parcialmente las condiciones
para ser considerado subvencionable

05 No se aporta certificación del correspondiente
acuerdo del Pleno Municipal u Organo compe-
tente aprobando:

6-a) solicitar acogerse a los beneficios de la
convocatoria
6-b) aceptar el contenido y las estipulaciones del
convenio-tipo (Anexo III Orden de convocatoria)
6-c) asumir el compromiso de financiación del
presupuesto que no se subvencione, con expre-
sión de otras fuentes de financiación que puedan
concurrir
6-d) indicación de estar iniciada la inversión o
iniciarse en el ejercicio de la publicación de la
convocatoria y no estar finalizada la ejecución del
proyecto al solicitar las ayudas

07 No se aporta documentación descriptiva de la
inversión a realizar:

7-a) memoria descriptiva o proyecto, en su caso
(incluyendo documentación gráfica)
7-a) desarrollo de la inversión y plazo previsto
para su ejecución
7-b) presupuesto desglosado

08 No se aporta certificación de que los terrenos,
edificios o instalaciones donde se pretende rea-
lizar la inversión son de su titularidad, y no están
sometidos a cargas, gravámenes o servidumbres,
o documento suficiente que acredite la disponi-
bilidad necesaria para ejecutar la inversión pro-
yectada y/o desarrollo de la actividad

09 En caso de embellecimiento de zonas con pro-
cedimiento incoado para su catalogación como
conjunto histórico o ya declaradas como tales,
no se aporta resolución de la Consejería de Cultura
por la que se incoa el procedimiento correspon-
diente, o, en su caso, resolución de inscripción

10 No se aporta certificado acreditativo de la con-
cesión de otras ayudas públicas o privadas, nacio-
nales o internacionales, para la misma finalidad,
indicando importe y entidad concedente

11 No se aporta declaración expresa responsable de
no haber sido objeto de resolución administrativa
o judicial firme de reintegro o justificación de su
ingreso

12 No se aporta acreditación de la personalidad de
quien realiza la solicitud

13 No se aporta documentación acreditativa del cum-
plimiento de los criterios de priorización que se
especifica en el apartado 4 de la convocatoria

14 Incumplimiento de los requisitos exigidos en la
normativa turística de aplicación (en particular,
falta de inscripción en el Registro de Turismo de
Andalucía)

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 25 de marzo de 2002, de la
Delegación Provincial de Granada, por la que se empla-
za a terceros interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo del Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo núm. Uno de Granada.

En cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo número Uno de Granada, comu-
nicando la interposición del recurso contencioso-administrativo
número P.A. 89/2002, interpuesto por doña M.ª Aurora Caba-
llero Blasco contra Resolución de 27 de noviembre de 2001,
de la Delegación Provincial de Granada, por la que se resuelve
el concurso de méritos para la provisión de puestos de trabajo
vacantes en la misma, publicada en BOJA núm. 4, de 10
de enero de 2002.

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
el citado Juzgado, y a tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 49.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa, y 49.5.b) de la Ley de Régimen Jurídico
y Procedimiento Administrativo Común,

HE RESUELTO

Ordenar la publicación de la presente Resolución en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a cuantos
resulten interesados para que puedan comparecer y personarse
en Autos ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
número Uno de Granada en el plazo de nueve días siguientes
a la publicación de la presente Resolución.

Granada, 25 de marzo de 2002.- El Delegado, Pedro
Alvarez López.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 14 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se deniega al Ayuntamiento de Algeciras (Cádiz) auto-
rización para enajenar diez viviendas de sus bienes
de propios a los vecinos ocupantes de las mismas.

Ha tenido entrada en esta Dirección General de Admi-
nistración Local escrito del Ayuntamiento de Algeciras (Cádiz),
solicitando la autorización para enajenar ciento ochenta y dos
viviendas de sus bienes de propios a los adjudicatarios de
las mismas.

El expediente remitido por el Ayuntamiento de Algeciras
adolece de una serie de irregularidades respecto a diez vivien-
das objeto de adjudicación, que son las que a continuación
se relacionan:

1. En el Colegio Público San José de Calasanz, situado
en la Barriada de La Reconquista, bloque II, primero A, super-
ficie 80,67 m2, precio de adquisición 25.174,16 euros
(4.188.628 pesetas).

2. En el Colegio Público Adalides, situado en el Camino
Viejo de Los Barrios, bloque III, segundo B, superficie
93,37 m2, precio de adquisición 27.376,43 euros
(4.555.055 pesetas).

3. En el Colegio Público Alfonso XI, situado entre las calles
Río Ume y Ubrique, bloque I, segundo A, superficie 80,67 m2,
precio de adquisición 23.152,25 euros (3.852.210 pesetas).

4. En el Colegio Público Alfonso XI, situado entre las calles
Río Ume y Ubrique, bloque II, primero B, superficie 80,67 m2,
precio de adquisición 23.152,25 euros (3.852.210 pesetas).
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5. En el Colegio Público Alfonso XI, situado entre las calles
Río Ume y Ubrique, bloque II, segundo B, superficie
80,67 m2, precio de adquisición 23.152,25 euros
(3.852.210 pesetas).

6. En el Colegio Público Alfonso XI, situado entre las calles
Río Ume y Ubrique, bloque III, primero A, superficie
80,67 m2, precio de adquisición 23.152,25 euros
(3.852.210 pesetas).

7. En el Colegio Público Alfonso XI, situado entre las calles
Río Ume y Ubrique, bloque III, primero B, superficie
80,67 m2, precio de adquisición 23.152,25 euros
(3.852.210 pesetas).

8. En el Colegio Público Alfonso XI, situado entre las calles
Río Ume y Ubrique, bloque III, segundo B, superficie
80,67 m2, precio de adquisición 23.152,25 euros
(3.852.210 pesetas).

9. En el Colegio Público Alfonso XI (infantil), situado en
la Barriada de La Piñera, bloque único, primero B, superficie
83 m2, precio de adquisición 23.654 euros (3.935.694
pesetas).

10. Colegio Público Campo de Gibraltar, situado en la
Barriada de La Bajadilla, Bloque único, primero B, superficie
83,27 m2, precio de adquisición 28.738,07 euros
(4.781.613 pesetas).

De conformidad con el artículo 13.3 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía, aprobado por Ley Orgánica 6/81, de
30 de diciembre, que confiere competencia exclusiva a esta
Comunidad Autónoma en materia de Régimen Local, la legis-
lación a tener en cuenta en el supuesto que nos ocupa, está
representada por la Disposición Adicional Primera de Ley
15/2001, de 26 de diciembre, de medidas fiscales, presu-
puestarias, de control y administrativas, que señala que «Las
Entidades Locales que no hayan enajenado directamente los
inmuebles de su propiedad en el plazo señalado en el aparta-
do 1 de la Disposición Transitoria Primera de la Ley 7/99,
de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales
de Andalucía, podrán enajenar directamente desde la fina-
lización del plazo establecido en la citada Ley hasta el 31
de diciembre del año 2002, en los siguientes supuestos:

...B) Viviendas ocupadas mediante cualquier título por
quienes ostenten la posesión pacífica de las mismas y cumplan
los siguientes requisitos: a) Que el ocupante haya estado en
posesión efectiva y continuada de la vivienda que constituya
su domicilio habitual, dos años inmediatamente antes de la
entrada en vigor de la Ley cualquiera que sea su título de
ocupación, b) Que la entidad local no hubiere iniciado acciones
de desahucio en vía administrativa o judicial antes de la entrada
en vigor de esta Ley».

En el expediente tramitado no se da el supuesto esta-
blecido en la Disposición Adicional Primera de la Ley 15/2001,
en cuanto no se acreditada documentalmente la posesión pací-
fica y continuada de los ocupantes de las mismas por un
tiempo superior a dos años ni su residencia efectiva, resultando
bastante en orden a proceder a la no autorización para la
enajenación de diez viviendas de propiedad municipal.

En consecuencia, vistos los antecedentes expuestos, las
disposiciones citadas y las normas generales de aplicación,
se considera que, en virtud de las competencias atribuidas
de conformidad con lo dispuesto en el art. 44.5 de la Ley
6/83, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma, y art. 5.3 del Decreto 425/2000, de 7 de noviembre,
por el que se determinan los órganos competentes de la Con-
sejería de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes
de las Entidades Locales, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Denegar la autorización al Ayuntamiento de Alge-
ciras, provincia de Cádiz, para enajenar las viviendas ante-
riormente citadas en esta Resolución y que forman parte de
su patrimonio municipal en las condiciones y circunstancias
expuestas.

Segundo. Contra la presente Resolución se podrá inter-
poner recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Consejero de Gober-
nación en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación del presente acto,
de conformidad con lo establecido en los artículos 114 y 115
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 14 de marzo de 2002.- El Director General, Alfon-
so Yerga Cobos.

RESOLUCION de 18 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se autoriza al Ayuntamiento de Umbrete (Sevilla), para
que enajene cinco viviendas de sus bienes de propios
a los vecinos ocupantes de las mismas.

Ha tenido entrada en esta Dirección General de Admi-
nistración Local escrito del Ayuntamiento de Umbrete (Sevilla)
solicitando la autorización para enajenar cinco viviendas de
sus bienes de propios a los adjudicatarios de las mismas.

Las viviendas objeto de enajenación son las que se rela-
cionan a continuación:

1. Vivienda sita en C/ Cádiz, número 6, a favor de don
Antonio González Rodríguez, por el precio de 15.571,54 euros.
Tiene una superficie de 57,54 m2.

2. Vivienda sita en C/ Cádiz, número 10, a favor de don
José Acevedo García, por el precio de 14.602 euros. Tiene
una superficie de 57,54 m2.

3. Vivienda sita en C/ Cádiz, número 12, a favor de don
Agustín Arcos Ruiz, por el precio de 13.954 euros. Tiene
una superficie de 57,54 m2.

4. Vivienda sita en C/ Cádiz, número 14, a favor de don
Francisco Corrales Ostos, por el precio de 14.602 euros. Tiene
una superficie de 57,54 m2.

5. Vivienda sita en C/ Cádiz, número 8, a favor de doña
Pilar Acevedo García, por el precio de 20.256 euros. Tiene
una superficie de 145,36 m2.

Dicha solicitud se acompaña de la correspondiente docu-
mentación, siendo especialmente significativa la que acredita
la posesión pacífica y continuada de los ocupantes de las
viviendas objeto de enajenación por un tiempo superior a dos
años, así como su residencia efectiva.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Adicional Primera
de Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que aprueban
medidas fiscales, presupuestarias, de control y administrativas
que señala que «Las Entidades Locales que no hayan ena-
jenado directamente los inmuebles de su propiedad en el plazo
señalado en el apartado 1 de la Disposición Transitoria Primera
de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía, podrán enajenar directamente
desde la finalización del plazo establecido en la citada Ley
hasta el 31 de diciembre del año 2002, en los siguientes
supuestos:

B) Viviendas ocupadas mediante cualquier título por quie-
nes ostenten la posesión pacífica de las mismas y cumplan
los siguientes requisitos: a) Que el ocupante haya estado en
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posesión efectiva y continuada de la vivienda que constituya
su domicilio habitual dos años inmediatamente antes de la
entrada en vigor de la Ley cualquiera que sea su título de
ocupación, b) Que la Entidad Local no hubiere iniciado accio-
nes de desahucio en vía administrativa o judicial antes de
la entrada en vigor de esta Ley».

El artículo 13.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/81, de 30 de diciembre, confiere
competencia exclusiva a esta Comunidad Autónoma en materia
de Régimen Local.

Acreditada documentalmente la situación física y jurídica
de los bienes inmuebles, su valoración por técnico competente,
así como la posesión pacífica y continuada de los ocupantes
de las mismas por un tiempo superior a dos años y su resi-
dencia efectiva, resultan bastante en orden a proceder a la
autorización para la enajenación de cinco viviendas de pro-
piedad municipal.

En consecuencia, vistos los antecedentes expuestos, las
disposiciones citadas y las normas generales de aplicación,
se considera que, en virtud de las competencias atribuidas
de conformidad con lo dispuesto en el art. 44.5 de la Ley 6/83,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
y art. 5.3 del Decreto 425/2000, de 7 de noviembre por
el que se determinan los órganos competentes de la Consejería
de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes de
las Entidades Locales, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Autorizar al Ayuntamiento de Umbrete, provincia
de Sevilla, a que enajene, previa inscripción registral, las vivien-
das identificadas al principio de esta Resolución y que forma
parte de su patrimonio municipal en las condiciones y cir-
cunstancias expuestas.

Segundo. Contra la presente Resolución se podrá inter-
poner recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Consejero de Gober-
nación, en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación del presente acto,
de conformidad con lo establecido en los artículos 114 y 115
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 18 de marzo de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

RESOLUCION de 18 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se autoriza al Ayuntamiento de Cartaya (Huelva) para
que enajene dos viviendas de sus bienes de propios
a las vecinas ocupantes de las mismas.

Ha tenido entrada en esta Dirección General de Admi-
nistración Local escrito del Ayuntamiento de Cartaya ( Huelva)
solicitando la autorización para enajenar dos viviendas de sus
bienes de propios a las adjudicatarias de las mismas.

Las viviendas objeto de enajenación son las que se rela-
cionan a continuación:

1. Vivienda sita en C/ Federico García Lorca, número 26,
a favor de doña Juana Morgado González, por el precio de
11.664,51 euros. Inscrita en el Registro de la Propiedad de
Huelva, al Tomo 1.583, Libro 115, Folio 197, Finca núm.
8.415. Tiene una superficie de 50,49 m2.

2. Vivienda sita en C/ Federico García Lorca, número 20,
a favor de doña Ana Cordero Prieto, por el precio de 9.546,27
euros. Inscrita en el Registro de la Propiedad de Huelva, al
Tomo 1.583, Libro 115, Folio 203, Finca núm. 8.418. Tiene
una superficie de 41,11 m2.

Dicha solicitud se acompaña de la correspondiente docu-
mentación, siendo especialmente significativa la que acredita
la posesión pacífica y continuada de las ocupantes de las
viviendas objeto de enajenación por un tiempo superior a dos
años, así como su residencia efectiva.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Adicional Primera
de Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que aprueban
medidas fiscales, presupuestarias, de control y administrativas
que señala que: «Las Entidades Locales que no hayan ena-
jenado directamente los inmuebles de su propiedad en el plazo
señalado en el apartado 1 de la Disposición Transitoria Pri-
mera de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de
las Entidades Locales de Andalucía, podrán enajenar direc-
tamente desde la finalización del plazo establecido en la citada
Ley hasta el 31 de diciembre del año 2002, en los siguientes
supuestos:

B) Viviendas ocupadas mediante cualquier título por quie-
nes ostenten la posesión pacífica de las mismas y cumplan
los siguientes requisitos: a) Que el ocupante haya estado en
posesión efectiva y continuada de la vivienda que constituya
su domicilio habitual dos años inmediatamente antes de la
entrada en vigor de la Ley cualquiera que sea su título de
ocupación; b) Que la Entidad Local no hubiere iniciado accio-
nes de desahucio en vía administrativa o judicial antes de
la entrada en vigor de esta Ley.»

El artículo 13.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/81, de 30 de diciembre, confiere
competencia exclusiva a esta Comunidad Autónoma en materia
de Régimen Local.

Acreditada documentalmente la situación física y jurídica
de los bienes inmuebles, su valoración por técnico competente,
así como la posesión pacífica y continuada de las ocupantes
de las mismas por un tiempo superior a dos años y su resi-
dencia efectiva, resultan bastante en orden a proceder a la
autorización para la enajenación de dos viviendas de propiedad
municipal.

En consecuencia, vistos los antecedentes expuestos, las
disposiciones citadas y las normas generales de aplicación,
se considera que, en virtud de las competencias atribuidas
de conformidad con lo dispuesto en el art. 44.5 de la Ley
6/83, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma, y art. 5.3 del Decreto 425/2000, de 7 de noviembre,
por el que se determinan los órganos competentes de la Con-
sejería de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes
de las Entidades Locales, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Autorizar al Ayuntamiento de Cartaya, provincia
de Huelva, a que enajene las viviendas identificadas al prin-
cipio de esta Resolución y que forman parte de su patrimonio
municipal en las condiciones y circunstancias expuestas.

Segundo. Contra la presente Resolución se podrá inter-
poner recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Consejero de Gober-
nación en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación del presente acto, de
conformidad con lo establecido en los artículos 114 y 115
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 18 de marzo de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.
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RESOLUCION de 18 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se autoriza al Ayuntamiento de Cartaya (Huelva) para
que enajene dos viviendas de sus bienes de propios
a los vecinos ocupantes de las mismas.

Ha tenido entrada en esta Dirección General de Admi-
nistración Local escrito del Ayuntamiento de Cartaya (Huelva)
solicitando la autorización para enajenar dos viviendas de sus
bienes de propios a los adjudicatarios de las mismas.

Las viviendas objeto de enajenación son las que se rela-
cionan a continuación:

1. Vivienda sita en C/ Daniel Vázquez Díaz, número 27,
a favor de don Manuel Pérez Benítez, por el precio de
11.664,51 euros. Inscrita en el Registro de la Propiedad de
Huelva, al Tomo 1.583, Libro 115, Folio 193, Finca núm.
8.413. Tiene una superficie de 51,89 m2.

2. Vivienda sita en C/ Federico García Lorca número 10,
a favor de doña Setefilla Coronada Parada, por el precio de
9.546,27 euros. Inscrita en el Registro de la Propiedad de
Huelva, al Tomo 1.583, Libro 116, Folio 14, Finca núm.
8.429. Tiene una superficie de 41,11 m2.

Dicha solicitud se acompaña de la correspondiente docu-
mentación, siendo especialmente significativa la que acredita
la posesión pacífica y continuada de los ocupantes de las
viviendas objeto de enajenación por un tiempo superior a dos
años, así como su residencia efectiva.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Adicional Primera
de Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que aprueban
medidas fiscales, presupuestarias, de control y administrativas
que señala que «Las Entidades Locales que no hayan ena-
jenado directamente los inmuebles de su propiedad en el plazo
señalado en el apartado 1 de la Disposición Transitoria Primera
de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía, podrán enajenar directamente
desde la finalización del plazo establecido en la citada Ley
hasta el 31 de diciembre del año 2002, en los siguientes
supuestos:

B) Viviendas ocupadas mediante cualquier título por quie-
nes ostenten la posesión pacífica de las mismas y cumplan
los siguientes requisitos: a) Que el ocupante haya estado en
posesión efectiva y continuada de la vivienda que constituya
su domicilio habitual dos años inmediatamente antes de la
entrada en vigor de la Ley cualquiera que sea su título de
ocupación, b) Que la entidad local no hubiere iniciado acciones
de desahucio en vía administrativa o judicial antes de la entrada
en vigor de esta Ley».

El artículo 13.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/81, de 30 de diciembre, confiere
competencia exclusiva a esta Comunidad Autónoma en materia
de Régimen Local.

Acreditada documentalmente la situación física y jurídica
de los bienes inmuebles, su valoración por técnico competente,
así como la posesión pacífica y continuada de los ocupantes
de las mismas por un tiempo superior a dos años y su resi-
dencia efectiva, resultan bastante en orden a proceder a la
autorización para la enajenación de dos viviendas de propiedad
municipal.

En consecuencia, vistos los antecedentes expuestos, las
disposiciones citadas y las normas generales de aplicación,
se considera que, en virtud de las competencias atribuidas
de conformidad con lo dispuesto en el art. 44.5 de la Ley
6/83, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-

noma, y art. 5.3 del Decreto 425/2000, de 7 de noviembre,
por el que se determinan los órganos competentes de la Con-
sejería de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes
de las Entidades Locales, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Autorizar al Ayuntamiento de Cartaya, provincia
de Huelva, a que enajene las viviendas identificadas al prin-
cipio de esta Resolución, y que forman parte de su patrimonio
municipal, en las condiciones y circunstancias expuestas.

Segundo. Contra la presente Resolución se podrá inter-
poner recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Consejero de Gober-
nación en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación del presente acto,
de conformidad con lo establecido en los artículos 114 y 115
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 18 de marzo de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

RESOLUCION de 25 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico del Aljarafe de Sevilla.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o enti-
dades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés
público concurrentes con las de otras Administraciones
Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía, ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de del Alja-
rafe de Sevilla, siendo objeto de aprobación por la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico y la Mancomunidad de
Municipios del Aljarafe de Sevilla.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico del Aljarafe de Sevilla, que se adjuntan como
Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 25 de marzo de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.
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A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DEL ALJARAFE DE SEVILLA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y la Mancomunidad de
Municipios del Aljarafe de Sevilla, integrada por los municipios
de Albaida del Aljarafe, Camas, Castilleja de Guzmán, Olivares,
Salteras, Santiponce, Valencina de la Concepción, Bollullos
de la Mitación, Carrión de los Céspedes, Castilleja del Campo,
Huévar, Sanlúcar la Mayor y Umbrete, de conformidad con
las atribuciones que tienen conferidas dichos Organismos y
al amparo y con arreglo a lo previsto en los art. 57 y 87
de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de las Bases de
Régimen Local, y del artículo 110 del Real Decreto Legislativo
781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régi-
men Local, el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, regu-
ladora de la Demarcación Municipal de Andalucía y el artículo
7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, crean el Consorcio de la Unidad Territorial
de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico del Aljarafe de
Sevilla.

Artículo 2. El Consorcio de la «Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Tierras de Doña-
na», es una Corporación de Derecho público, que goza de
personalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patri-
monio propio afecto a sus fines específicos, y capacidad para
adquirir y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, Juzgados y Tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su correcto funcionamiento,
todo ello dentro de los límites y con sujeción a los presentes
Estatutos y al Ordenamiento Jurídico de Régimen Local
vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la «Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Tierras de Doña-
na», se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo
equilibrado y sostenido del territorio que conforman todos los
Ayuntamientos integrantes del mismo, mediante la promoción
de medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que
ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la
economía social y en las nuevas actividades ligadas a las nece-
sidades aún no satisfechas por el mercado, y a la vez, posibilitar
el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-
tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades
Locales prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que
constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

- Información y asesoramiento: Información pública gene-
ral sobre los programas y servicios de la Consejería de Empleo
y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde la más
genérica hasta la más específica. Facilitación de todo tipo de
impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

- Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

- Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

- Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

- Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

- Prospección y estudio de necesidades de la zona. Acción
basada en un análisis de la situación local y cuyo objetivo
será el establecimiento de una estrategia común y de medidas
innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

- Análisis del entorno socioeconómico. Análisis periódicos,
cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia, que
permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y oportu-
nidades, y en última instancia la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

- Promoción del autoempleo: Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

- Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

- Dinamización y mejora de la competitividad de las Pymes
en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones de la
economía en un mercado más amplio de carácter globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros Ayunta-
mientos o Entidades Locales deberá hacerse mediante soli-
citud, que habrá de ser aprobada por mayoría simple de los
Entes que forman el Consorcio, sin que ello suponga modi-
ficaciones de los presentes Estatutos, cuyas disposiciones
serán de obligatorio cumplimiento para los Municipios incor-
porados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Puebla del Río, sin perjuicio de que su actuación
y ámbito de influencia se extenderá necesariamente a todo
el territorio integrado por los municipios participantes en el
mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos Municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.
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TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo Primero. Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/as de los municipios que formen parte
de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien deleguen.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativos en Andalucía de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio con voz y sin voto.
El número de vocales podrá aumentarse conforme se

vayan produciendo incorporación de nuevos miembros al Con-
sorcio sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuaciones y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los Convenios Colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.

14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas
atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
Provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las Bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las Actas y Certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquellas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector, asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones, en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.
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2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económica-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo II. Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
los dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán con orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del Orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el Orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignará, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 20 atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Ayuntamientos integrantes del Consorcio: 50% del total
de los votos del Consejo Rector asignados de la siguiente
manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por Ayuntamiento.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del numero de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Consorcio
se recalcularía el número de votos de cada uno de los inte-
grantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo Primero: Patrimonio

Artículo 30. El Patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo Segundo: Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
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sejería de Empleo sufragará el 100% de los gastos del personal
del Consorcio que conformen la estructura básica y el 80%,
75% y 70% de los costes de personal de la estructura com-
plementaria de los Agentes de Desarrollo Local del Consorcio
en función del número de habitantes de los municipios en
los que se encuentren localizados. El Ayuntamiento en el que
resida la oficina de la Unidad Territorial sufragará los costes
de mantenimiento del inmueble, y los municipios que con-
formen la Unidad aportarán al presupuesto de la misma las
cantidades necesarias para sufragar los gastos de funciona-
miento de dicha Unidad en proporción al número de habitantes
de cada uno de ellos. La incorporación de otras entidades,
órganos u organizaciones determinará la modificación de la
anterior aportación por el solo acuerdo del Consejo Rector
sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones, sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, a la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y Precios
Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
vistos por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás Leyes del Estado reguladora de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de derecho público promovida y parti-
cipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo Tercero: Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y la Mancomunidad de Municipios del Aljarafe
de Sevilla en las cuantías señaladas anteriormente y en su
caso de los órganos y Entidades que lo compongan en la
cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
Legislación laboral vigente. Igualmente las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores, y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y la Mancomunidad
de Municipios consorciada le corresponde la inspección supe-
rior de la gestión desarrollada por el Consorcio de la «Unidad
Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Tierras
de Doñana».

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
«Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad»
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la «Memoria de
la Gestión Económica y del Balance de Actividad» dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
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dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio,
precisará, los siguientes requisitos:

Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del Consorcio.
Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones

y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendado.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
Consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones, y en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente del anuncio publicado en el
BOJA en el que se exponga la constitución del Consorcio,
su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de publicación del anuncio contenido en la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

ORDEN de 9 de abril de 2002, por la que se
establece para la campaña 2002/03, el procedimiento
a seguir en la lucha contra la mosca del olivo en zonas
de producción de aceite de oliva prioritarias en la actua-
ción contra dicha plaga.

El Reglamento (CE) 528/1999 de la Comisión de 10 de
marzo por el que se establecen medidas destinadas a mejorar
la calidad de la producción oleícola, incluye en su artículo 1,
punto 2, apartado a), la lucha contra la mosca del olivo y
en su caso, otros organismos nocivos, incluidos los meca-
nismos de control alerta y evaluación.

Con objeto de establecer el programa de dichas acciones
de acuerdo con el artículo 2 de dicho Reglamento es necesario
conocer las agrupaciones interesadas en la lucha contra la

mosca del olivo dentro de las zonas donde es prioritaria su
actuación.

Esta Comunidad Autónoma tiene asumida las competen-
cias en materia de agricultura, en virtud del artículo 18.1.4.º
del Estatuto de Autonomía, de acuerdo con las bases y la
ordenación de la actuación económica general y la política
monetaria del Estado y en los términos de los dispuesto en
los artículos 38, 131, 149.1.11 y 13 de la Constitución, las
cuales se encuentran atribuidas a esta Consejería, en virtud
de los Decretos 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías, y 178/2000, de 23 de mayo, de estructura
orgánica de la Consejería de Agricultura y Pesca.

Por todo ello, en uso de las atribuciones que tengo con-
feridas y a propuesta de la Dirección General de la Producción
Agraria,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
La presente Orden tiene por objeto establecer el proce-

dimiento a seguir en la lucha contra la mosca del olivo en
las zonas de producción de aceite de oliva prioritarias en las
actuaciones contra dicha plaga.

Artículo 2. Zonas de producción de aceite de oliva prio-
ritarias en la lucha contra la mosca del olivo.

Las zonas de producción de aceite de oliva prioritarias
en la lucha contra la mosca del olivo se indican en el Anexo
de la presente Orden.

Artículo 3. Procedimiento y plazos.
1. Las acciones en la lucha contra la mosca del olivo

se aplicarán y dirigirán a través de las Agrupaciones de Tra-
tamientos Integrados de Olivar (ATRIAs de Olivar) constituidas
en las zonas de actuación prioritaria, de acuerdo con la Orden
de 12 de agosto de 1997 (BOJA núm. 100, de 28 de agosto),
por la que se regulan las ayudas para el fomento de la Agru-
paciones para Tratamientos Integrados en Agricultura, modi-
ficada por Ordenes de 25 de marzo de 1999 (BOJA núm. 44,
de 15 de abril) y de 18 de enero de 2001 (BOJA núm. 10,
de 25 de enero).

2. En cada zona de producción prioritaria se establecerá,
aproximadamente, por cada 10.000 hectáreas, un sistema
de control, alerta y evaluación con objeto de medir el nivel
de la población de la mosca del olivo y alertar y prescribir
los tratamientos. Sistema que será dirigido por un técnico y
que comenzará a funcionar según el estado fenológico de la
zona.

3. Las ATRIAs o agrupaciones de ATRIAs de las zonas
de producción prioritarias que lo deseen, presentarán un plan
de actuación que contemple áreas completas en donde se
indiquen los condicionantes medioambientales de la zona y
la forma de tratamiento con el compromiso de cumplir todos
los requisitos legales medioambientales necesarios para el
desarrollo de los tratamientos.

4. Las actuaciones que se incluyan en el plan estarán
dirigidas por los técnicos de las ATRIAs.

5. Las solicitudes se presentarán en las correspondientes
Delegaciones Provinciales de Agricultura y Pesca antes del
30 de abril de 2002, o bien en los lugares y por los medios
establecidos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y el
artículo 51.2 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma.

Artículo 4. Resolución.
Corresponde al Director General de la Producción Agraria,

una vez evaluadas las solicitudes recibidas, resolver las mis-
mas, aprobando el método de tratamiento adecuado en cada
caso, según número de hectáreas, condiciones de aplicación
y características agroambientales de la zona, de acuerdo con
las disponibilidades presupuestarias.
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Artículo 5. Ejecución.
La Consejería de Agricultura y Pesca, una vez resueltas

las solicitudes, pondrá a disposición de las ATRIAs los medios
necesarios para la ejecución de las actuaciones solicitadas
y aprobadas.

Artículo 6. Financiación.
Las actuaciones programadas se financiarán dentro del

Marco del Reglamento (CE) núm. 528/1999 de la Comisión
de 10 de marzo, por el que se establecen medidas destinadas
a mejorar la calidad de la producción oleícola.

Artículo 7. Controles.
1. De acuerdo con el artículo 8 del citado Reglamento,

las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Agricultura
y Pesca, a través de los Departamentos de Sanidad Vegetal
de ellas dependientes, efectuarán los controles, sobre el terre-
no, para comprobar la conformidad de la ejecución de las
acciones.

2. La Dirección General de la Producción Agraria, a través
del Servicio de Sanidad Vegetal, efectuará los controles admi-
nistrativos y contables de comprobación de los costes sufra-
gados.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.
Se faculta al Director General de la Producción Agraria

para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y
ejecución de lo dispuesto en esta Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 9 de abril de 2002

PAULINO PLATA CANOVAS
Consejero de Agricultura y Pesca

A N E X O

Zonas de producción de aceite de oliva, prioritarias en la lucha
contra la mosca del olivo

RESOLUCION de 10 de abril de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso núm. 89/02, inter-
puesto por don Antonio Luis Ramos García, en repre-
sentación de la Confederación Sindical Independiente
y Sindical de Funcionarios (CSI-CSIF), contra la Orden
que se cita, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. Uno de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
Uno de Sevilla, se ha interpuesto por don Antonio Luis Ramos
García, en representación de la Confederación Sindical Inde-

pendiente y Sindical de Funcionarios (CSI-CSIF) recurso núm.
89/02 contra la Orden de la Consejería de Agricultura y Pesca,
de fecha 16 de noviembre de 2001, por la que se convoca
Concurso de Méritos para la provisión de puestos vacantes
en la Delegación Provincial de Almería, BOJA núm. 146, de
20 de diciembre de 2001. En consecuencia, y de conformidad
con lo ordenado por el Juzgado y a tenor de lo dispuesto
en el artículo 49.1 de la Ley 29/98, reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 89/02, seguido en el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo núm. Uno de Sevilla.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que esta notificación sirva de emplazamiento a cuantos apa-
rezcan como interesados en él, y emplazándoles para que
puedan comparecer y personarse en el referido Juzgado en
el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la presente
Resolución.

Sevilla, 10 de abril de 2002.- La Secretaria General Téc-
nica, Claudia Zafra Mengual.

RESOLUCION de 10 de abril de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso núm. 110/02, inter-
puesto por don Antonio Luis Ramos García, en repre-
sentación de la Confederación Sindical Independiente
y Sindical de Funcionarios (CSI-CSIF), contra la Orden
que se cita, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. Dos de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
Dos de Sevilla, se ha interpuesto por don Antonio Luis Ramos
García, en representación de la Confederación Sindical Inde-
pendiente y Sindical de Funcionarios (CSI-CSIF) recurso núm.
110/02 contra la Orden de la Consejería de Agricultura y Pesca,
de fecha 20 de noviembre de 2001, por la que se convoca
Concurso de Méritos para la provisión de puestos vacantes
en la Delegación Provincial de Granada, BOJA núm. 147,
de 22 de diciembre de 2001. En consecuencia, y de con-
formidad con lo ordenado por el Juzgado y a tenor de lo dis-
puesto en el artículo 49.1 de la Ley 29/98, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 110/02, seguido en el Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo núm. Dos de Sevilla.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que esta notificación sirva de emplazamiento a cuantos apa-
rezcan como interesados en él, y emplazándoles para que
puedan comparecer y personarse en el referido Juzgado en
el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la presente
Resolución.

Sevilla, 10 de abril de 2002.- La Secretaria General
Técnica, Claudia Zafra Mengual.
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CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 25 de marzo de 2002, por la que
se delega en los Delegados Provinciales de Salud la
competencia de habilitación de los dentistas privados
para la prestación asistencial dental del Decreto
281/2001, de 26 de diciembre, por el que se regula
la prestación asistencial dental a la población de 6
a 15 años de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

A tenor de lo dispuesto en los artículos 39.7 y 47 de
la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y de conformidad
con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con objeto
de conseguir mayor agilidad administrativa, se hace necesario
acordar la delegación que en la presente Orden se especifica.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me están
conferidas por la legislación vigente,

D I S P O N G O

Artículo único. Se delega en los Ilmos. Delegados Pro-
vinciales de la Consejería de Salud, para el solo acto que
se expresa, la competencia para habilitar a los dentistas pri-
vados que lo soliciten, según lo establecido en la Orden de
la Consejería de Salud de 19 de marzo de 2002, por la que
se desarrolla el Decreto 281/2001, de 26 de diciembre, por
el que se regula la prestación asistencia dental a la población
de 6 a 15 años de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y se establecen las condiciones esenciales de contratación
de los servicios y se fijan sus tarifas.

Disposición final única. La presente Orden entrará en vigor
el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Sevilla, 25 de marzo de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ORDEN de 4 de abril de 2002, por la que se
aprueba Pliego-Tipo de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares para el concierto con consultas y clínicas den-
tales, por procedimiento abierto y mediante concurso,
de los servicios de asistencia dental a la población com-
prendida entre 6 y 15 años de edad.

Para regir la contratación de los servicios sanitarios de
asistencia dental, establecidos en el Decreto 281/2001, de
26 de diciembre, por el que se regula la prestación asistencial
dental a la población de 6 a 15 años de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y en la Orden de la Consejería de Salud
de 19 de marzo de 2002, por el que se regula la prestación
asistencial dental a la población de 6 a 15 años de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía y se establecen las condiciones
esenciales de la contratación de los servicios y se fijan sus
tarifas, resulta necesario aprobar el Pliego Tipo de Cláusulas
Administrativas Particulares conforme a lo preceptuado en la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

En su virtud, previo informe del Letrado Jefe de la Asesoría
Jurídica de la Consejería de Salud, y de acuerdo con las atri-
buciones conferidas por el artículo 49.3 del Texto Refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio,
y el artículo 39 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Primero. Aprobar el modelo tipo de Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares para el concierto con consultas
y clínicas dentales, por procedimiento abierto y mediante con-
curso, de los servicios de asistencia dental a la población com-
prendida entre 6 y 15 años de edad, que se adjunta como
anexo de la presente Orden.

Segundo. La presente Orden tendrá efectividad a partir
del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 4 de abril de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

PLIEGO-TIPO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICULA-
RES PARA EL CONCIERTO CON CONSULTAS Y CLINICAS DEN-
TALES, POR PROCEDIMIENTO ABIERTO Y MEDIANTE CON-
CURSO, DE LOS SERVICIOS DE ASISTENCIA DENTAL A LA
POBLACION COMPRENDIDA ENTRE 6 Y 15 AÑOS DE EDAD

I N D I C E

I. Elementos del Contrato.
1. Objeto del contrato.
2. Régimen jurídico.
3. Presupuesto.
4. Precio.
5. Plazo y prórrogas del contrato.

II. Forma de adjudicación.
6. Procedimiento y forma de adjudicación.
7. Mesa de Contratación.
8. Lugar y plazo de presentación de la documentación.
9. Documentación exigida.
10. Garantía provisional.
11. Requisitos para la adjudicación.
12. Garantía definitiva.
13. Exenciones de garantías provisionales o definitivas.

III. Formalización del Contrato.
14. Organo de contratación.
15. Formalización del contrato.

IV. Ejecución del Contrato.
16. Normas generales.
17. Obligaciones del contratista.
18. Obligaciones del Organo de contratación.
19. Facturación y forma de pago a las Consultas o Clínicas

dentales.
20. Modificaciones del contrato.

V. Incumplimiento contractual y prerrogativas de la Administración.
21. Incumplimiento contractual.
22. Prerrogativas de la administración y jurisdicción com-

petente.
VI. Resolución del Contrato.

23. Normas generales.

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Objeto del contrato.
1.1. El presente contrato tiene por objeto la contratación

de los servicios sanitarios establecidos en el Decre-
to 281/2001, de 26 de diciembre, por el que se regula la
prestación asistencial dental a la población de 6 a 15 años
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en la Orden de
la Consejería de Salud de 19 de marzo de 2002, por la que
se desarrolla el Decreto 281/2001, de 26 de diciembre, por
el que se regula la prestación asistencial dental a la población
de 6 a 15 años de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y se establecen las condiciones esenciales de la contratación
de los servicios y se fijan sus tarifas.
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El grupo o grupos de edades de la población que han
de recibir la asistencia dental objeto del presente contrato figu-
ran reflejados en el punto 1 del apartado Objeto del Contrato
del Cuadro de Características del Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares que figura como Anexo I al presente
Pliego.

1.2. Los tratamientos reparadores en dentición temporal
y los tratamientos de ortodoncia están excluidas por el artícu-
lo 3 del Decreto 281/2001, de 26 de diciembre, entendiéndose
excluidas las exploraciones radiológicas y otros medios diag-
nósticos aplicables a tratamientos excluidos en dicho precepto,
así como cualquier intervención previa o necesaria para la
realización de los mismos, tales como exodoncias, incluidas
las intraóseas, para la realización de ortodoncia según el ar-
tículo 4 de la Orden de la Consejería de Salud de 19 de
marzo de 2002, por la que se desarrolla el Decreto 281/2001,
de 26 de diciembre.

1.3. No se considera la posibilidad de adjudicar el contrato
por lotes.

1.4. Los conceptos que integran el objeto del Contrato,
los tratamientos básicos y los tratamientos especiales, figuran,
respectivamente, en los artículos 2 del Decreto 281/2001,
de 26 de diciembre, y de la Orden de la Consejería de Salud
de 19 de marzo de 2002, por la que se desarrolla ese Decreto.

1.5. Los procedimientos de acceso a los servicios y el
sistema de información, así como las especificaciones técnicas
del servicio, en cuanto a los medios y forma en que ha de
desarrollarse, figuran descritos detalladamente en el Pliego de
Prescripciones Técnicas.

2. Régimen jurídico.
2.1. El Contrato se regirá por lo establecido en el presente

Pliego, así como en el de Prescripciones Técnicas y por las
disposiciones especiales que regulan el funcionamiento del
servicio.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.5 del TR
de la LCAP, las Cláusulas del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares se consideran parte integrante de los res-
pectivos Contratos. Los demás documentos que se acompañan
al mismo revisten, asimismo, carácter contractual.

En caso de discordancia entre el Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares y cualquier otro documento contractual,
prevalecerán las reglas contenidas en aquél.

2.2. Se regirá, así mismo, por la Ley 14/86, de 25 de
abril, General de Sanidad; Ley 2/1998, de 15 de junio, de
Salud de Andalucía; Decreto 281/2001, de 26 de diciembre;
por la Orden de la Consejería de Salud de 19 de marzo de
2002, por la que se desarrolla el Decreto 281/2001, de 26
de diciembre; por el Decreto 416/1994, de 25 de octubre,
de la Junta de Andalucía, por el que se establecen las con-
diciones y requisitos técnicos de instalación y funcionamiento
de las consultas y clínicas dentales y laboratorios de prótesis
dental. Asimismo, se regirá por el Texto Refundido de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en adelante,
TR de la LCAP); por Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo,
de desarrollo parcial de la LCAP; y, en tanto no entre en vigor
el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001,
de 12 de octubre (publicado en BOE núm. 257, de 26 de
octubre), a los seis meses de su publicación, conforme esta-
blece su Disposición final única, por el Reglamento General
de Contratación del Estado, según Decreto 3410/1975, de
25 de noviembre, y modificado por los Reales Decretos
1570/1985, de 1 de agosto, 2528/1986, de 28 de noviembre,
982/1987, de 5 de junio, 30/1991, de 18 de enero, y
52/1991, de 25 de enero, en cuanto no se oponga a lo esta-
blecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
y no hayan sido derogadas expresamente; por la Ley 46/1998,
de 17 de diciembre, sobre introducción del euro, y demás
disposiciones complementarias o que resulten aplicables.

2.3. El desconocimiento del Contrato en cualquiera de
sus términos, de los documentos anejos que forman parte
del mismo, o de las instrucciones, pliegos o normas de toda
índole, promulgadas por la Administración, que puedan tener
aplicación en la ejecución de lo pactado, no eximirá a las
Consultas o Clínicas dentales de la obligación de cumplimiento.

3. Presupuesto.
3.1. El presupuesto quedará sujeto a las disponibilidades

presupuestarias, conforme al crédito asignado a este servicio
asistencial dental en función de la población de cobertura.

3.2. A todos los efectos, se entiende que las tarifas per-
cibidas por los dentistas de cabecera por la prestación de la
asistencia bucodental comprenden no sólo el precio de la asis-
tencia, sino también los impuestos de cualquier índole que
graven los distintos conceptos, incluido el Impuesto sobre el
Valor Añadido (IVA).

3.3. Existe crédito adecuado y suficiente para el cum-
plimiento, por la Administración, de las obligaciones econó-
micas derivadas del contrato. En el supuesto de que el expe-
diente se tramite anticipadamente, el gasto quedará condi-
cionado a la existencia de crédito adecuado y suficiente en
el presupuesto al que se impute el mismo en el momento
de realizarse el contrato.

3.4. El abono del presente Contrato se realizará con cargo
a las aplicaciones presupuestarias habilitadas para ello y de
acuerdo a las tarifas reflejadas en el Anexo II.

4. Precio.
Las tarifas, por capitación para la asistencia dental básica

y por cada tipo de tratamiento especial, son las establecidas
en el Anexo II.

5. Plazo y prórrogas del contrato.
5.1. La duración del contrato será la establecida en el

punto 2 Plazo del contrato del Cuadro resumen del contrato
que figura como Anexo I al presente Pliego. Así mismo se
podrá prorrogar, por mutuo acuerdo de las partes, la duración
del contrato conforme al artículo 157 del TR de la LCAP.

5.2. Vencido el período de vigencia del contrato o el de
cualquiera de sus prórrogas, o cuando se produzca cualquier
otra causa de extinción del contrato, el contratista podrá ser
obligado a continuar prestando el servicio por razones de inte-
rés público y por tiempo máximo de un año, según el artícu-
lo 8, párrafo e), de la Orden de la Consejería de Salud de
19 de marzo de 2002.

II. FORMA DE ADJUDICACION

6. Procedimiento y forma de adjudicación.
Se realizará, según lo establecido en el artículo 8 de la

Orden de la Consejería de Salud de 19 de marzo de 2002,
por procedimiento abierto, mediante concurso, de acuerdo a
lo establecido en el art. 159.1 del TR de la LCAP.

7. Mesa de Contratación.
Conforme a lo que ordena el art. 81 del TR de la LCAP

el órgano de contratación estará asistido por una Mesa cons-
tituida en la forma establecida en dicho precepto, para la adju-
dicación de estos contratos.

8. Lugar y plazo de presentación de la documentación.
8.1. Para participar en la contratación, los empresarios

titulares de las consultas o clínicas dentales interesadas debe-
rán presentar solicitud en el Registro General del órgano de
contratación, acompañada de toda la documentación solicitada
en este Pliego.

8.2. Asimismo, serán admisibles las ofertas presentadas
por correo, dentro del plazo de admisión concedido por el
órgano de contratación y las que se presenten de acuerdo
con lo previsto en el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26
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de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

En ese caso, el ofertante deberá justificar la fecha de
presentación y anunciarla en el mismo día mediante telegrama
o fax dirigido al órgano de contratación. Sin la concurrencia
de ambos requisitos no será admitida la proposición si es
recibida por el órgano de contratación con posterioridad a la
fecha de terminación del plazo señalado en la solicitud de
oferta.

Transcurridos, no obstante, los quince días siguientes a
la fecha indicada, sin haberse recibido la documentación, ésta
no será admitida en ningún caso.

Sin embargo, el órgano contratante podrá conceder un
plazo de subsanación no superior a tres días para la corrección
de errores o defectos materiales y subsanables, con aperci-
bimiento de exclusión definitiva del concursante que en dicho
plazo no realizase la subsanación.

8.3. La presentación de la oferta supone la aceptación
incondicional por el empresario del contenido de las cláusulas
de este Pliego, así como del de sus documentos anexos y
del Pliego de Prescripciones Técnicas.

9. Documentación administrativa y documentación acre-
ditativa de la solvencia económica y financiera y de la solvencia
técnica o profesional.

Los documentos que se relacionan a continuación, que
serán originales o en copia legalizada notarialmente o admi-
nistrativamente, a excepción de aquéllos que acrediten la cons-
titución de la garantía, que deberán ser originales en todo
caso.

a) Resguardo definitivo de la garantía provisional, cons-
tituida en la forma prevista para ello en las cláusulas 10.1
y 10.2 del presente Pliego, salvo que dicha garantía quede
exceptuada, según lo previsto en la cláusula 10.3 del mismo.

b) Documentos acreditativos de la personalidad y capa-
cidad del contratista.

Si se trata de persona física, copia compulsada del DNI
o el que en su caso lo sustituya reglamentariamente, así como
el Número de Identificación Fiscal.

c) Cuando el contratista no actúe en nombre propio o
intervenga en representación de una persona jurídica, deberá
acompañar poder suficiente para representar a la persona o
entidad en cuyo nombre concurra el firmante de la proposición,
debidamente inscrito, en su caso, en el Registro Mercantil
o en el Registro de Cooperativas, cuando este requisito fuera
exigible conforme a la legislación que le sea aplicable. Si no
lo fuese, se acreditará mediante copia legitimada de la Escritura
o documento de constitución, de modificación, Estatutos o
Acto Fundacional, en el que conste las normas por las que
se regula su actividad, inscritos, en su caso, en el corres-
pondiente Registro oficial. Se acompañará una relación de
sus miembros, accionistas o partícipes, con expresión del por-
centaje de participación.

En todo caso, los poderes deberán presentarse bastan-
teados por los letrados del Gabinete Jurídico de la Junta de
Andalucía.

d) Copia legitimada del DNI de la persona firmante de
la proposición.

e) Acreditación de no estar incurso en las prohibiciones
de contratar contenidas en el art. 20 del TR de la LCAP y
conforme a lo previsto en el artículo 21.5 del mismo texto
legal, mediante testimonio judicial o certificación administra-
tiva, según los casos, y, cuando dicho documento no pueda
ser expedido por la autoridad competente, podrá ser sustituido
por una declaración responsable, otorgada ante una autoridad
judicial, administrativa -que podrá ser el propio órgano de
contratación, en cuyo caso se atenderá al modelo recogido
en el Anexo III al presente Pliego-, Notario público u Organismo
Profesional cualificado.

Las personas físicas o los administradores de las personas
jurídicas deberán acreditar, mediante declaración de su órgano
de dirección o representación competente, según modelo reco-
gido en el Anexo IV, que no están incursos en algunos de
los supuestos a que se refiere el art. 20.e) de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas, en relación con las Leyes
25/1983, de 26 de diciembre, y 53/1984, de 26 de diciembre,
de incompatibilidades del personal al servicio de las Admi-
nistraciones Públicas, y el Decreto 8/1995, de 22 de enero,
sobre aplicación al personal al servicio de la Administración
de la Junta de Andalucía y Organismos de ella dependientes,
ni tampoco están incursos en los supuestos a los que se refiere
la Ley 5/1984, de 23 de abril, de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, sobre Incompatibilidades de Altos Cargos, ni
se trata de ninguno de los cargos electivos regulados en la
Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral
General, en los términos establecidos en la misma. Así como
en las que se incluyen en el art. 2 del R.D. 598/85, de 30
de abril.

En consecuencia, las personas contempladas en el párrafo
anterior, a efectos del presente contrato, serán incompatibles
con el desempeño de un trabajo en la Administración Pública.

f) Los documentos que acrediten hallarse al corriente del
cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad
Social impuestas por las disposiciones vigentes, que serán:

1. En relación con las obligaciones tributarias (art. 7.1
del Real Decreto 390/1996):

Alta en el Impuesto de Actividades Económicas y, en su
caso, el último recibo, cuando se ejerzan actividades sujetas
a dicho impuesto.

Certificación administrativa acreditativa de estar al día en
el cumplimiento de las obligaciones tributarias con:

- La Administración del Estado.
- La Administración de la Comunidad Autónoma.

En relación con las obligaciones tributarias con la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, las certificaciones acreditativas
serán expedidas por:

- El Servicio de Tesorería de la Delegación Provincial de
la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía
donde el licitador tenga su domicilio fiscal.

- La Dirección General de Tributos e Inspección Tribu-
taria, para aquellos contratistas que tengan su domicilio fiscal
fuera de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. En relación con las obligaciones de Seguridad Social:
Certificación administrativa expedida por el órgano competente
acreditativa de las circunstancias que se indican en el art. 8.1
del Real Decreto 390/1996.

Si no se hubieran obtenido las certificaciones indicadas
antes de la finalización del plazo de presentación de la solicitud
de participación en el concurso, bastará con presentar la soli-
citud correspondiente. La inexistencia de la obligación de pre-
sentar las declaraciones y documentos indicados en los ar-
tículos 7.1 y 8.1 del Real Decreto 390/1996 se acreditará
mediante declaración responsable. En cualquier caso, el inte-
resado deberá presentar el documento de certificación de
acuerdo con lo que se establece en el punto 3 del artícu-
lo 9 del citado Real Decreto.

Las certificaciones indicadas tendrán una validez durante
un plazo de seis meses desde la fecha de expedición, de acuer-
do con el artículo 10.3 del Real Decreto 390/1996. Si hubieran
caducado antes de la realización del contrato, el órgano de
contratación requerirá al empresario la presentación de una
certificación actualizada.
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g) Justificación de la solvencia económica y financiera
acreditada por uno o varios de los medios señalados en el
art. 16 del TR de la LCAP.

h) Acreditación de la solvencia técnica, mediante:

- La presentación de la autorización administrativa sani-
taria de funcionamiento de la consulta o clínica dental, según
contempla el Decreto 416/1994, de 25 de octubre, donde
se realice la actividad a contratar.

- La presentación de la habilitación específica, estable-
cida en los artículos 5 y 7 del Decreto 281/2001, de 26
de diciembre, de cada odontólogo o estomatólogo que quiera
participar como dentista de cabecera.

- Relación de medios personales que aportará la Consulta
o Clínica dental, indicando titulación, cualificación profesional
del personal de dirección, técnico, administrativo, sanitario,
auxiliar sanitario y, en particular, del personal responsable
de la ejecución del contrato, acompañada de las fotocopias
compulsadas de cada una de las titulaciones y, en su caso,
de la pertenencia al colegio profesional correspondiente y de
la habilitación específica en el caso de los odontólogos o
estomatólogos.

i) Los concursantes y, en su caso, sus trabajadores que
carezcan de nacionalidad española deberán tener en cuenta,
para acreditar la capacidad de obrar, las siguientes espe-
cificidades:

- Ciudadanos de un país miembro de la Unión Europea:
Copia legitimada de su Documento Nacional de Identidad y,
en su caso, de la titulación correspondiente que le capacite
para el ejercicio profesional en el territorio español, si se trata
de una persona física.

- Ciudadanos de un tercer país: Copia legitimada del per-
miso de trabajo, del permiso de residencia y, en su caso,
de la titulación correspondiente que le capacite para el ejercicio
profesional en el territorio español, si se trata de persona física.

- En el caso de Entidades de Estados miembros de la
Unión Europea o signatarios del Acuerdo sobre el Espacio
Económico Europeo, acreditación de su inscripción en un regis-
tro profesional o comercial, cuando este requisito sea exigido
por la legislación del Estado respectivo. Los demás empresarios
deberán aportar certificación expedida por la respectiva repre-
sentación diplomática española, en la que se haga constar
que figuran inscritas en el Registro local, profesional, comercial
o análogo o, en su defecto, que actúan con habitualidad en
el tráfico local en el ámbito de las actividades a las que se
extiende el objeto del contrato.

- En el caso de empresas de Estados no pertenecientes
a la Comunidad Europea, deberán justificar, mediante informe
de la respectiva representación diplomática española, que el
Estado de procedencia admite a su vez la participación de
empresas españolas en la Contratación con la Administración
en forma sustancialmente análoga. Dicho informe podrá sus-
tituirse por otro relativo a la condición de Estado signatario
del Acuerdo sobre Contratación Pública de la Organización
Mundial del Comercio.

- Deberán acompañar declaración de someterse a la juris-
dicción de los Juzgados y Tribunales españoles de cualquier
orden para todas las incidencias que, de modo directo o indi-
recto, pudieran surgir del contrato, con renuncia del fuero juris-
diccional que pudiera corresponderles.

La documentación deberá ser presentada con traducción
oficial al español.

La falta de presentación de cualquiera de los documentos
podrá ser, por sí sola, causa de exclusión del concurso.

Asimismo, deberán aportar toda la documentación exigida
en el Pliego de Prescripciones Técnicas.

10. Garantía provisional.
10.1. Para poder participar en el concurso, el Titular de

la Consulta o Clínica dental habrá de constituir, a favor del
órgano de contratación, una garantía provisional en la cuantía
señalada en el apartado 5 del Cuadro resumen del contrato
del Anexo I de este Pliego.

10.2. La garantía provisional podrá constituirse en cual-
quiera de las siguientes modalidades:

a) En metálico, en valores públicos o privados avalados
por el Estado, por una Comunidad Autónoma o por alguna
de las entidades relacionadas en la letra siguiente. Las garan-
tías en metálico y los títulos o los certificados correspondientes
se depositarán en la Caja Central o en alguna de las Cajas
Provinciales de Depósito de la Consejería de Economía y
Hacienda, extremo que deberá acreditarse acompañando el
original del resguardo justificativo. Los valores habrán de reunir
las características previstas en el art. 15 del Real Decreto
390/1996.

b) Mediante aval prestado en la forma y condiciones esta-
blecidas en el art. 16 del Real Decreto 390/1996, por alguno
de los Bancos, Cajas de Ahorros, Cooperativas de Crédito y
Sociedades de Garantía Recíproca autorizados para operar en
España, debiendo acreditarse mediante la presentación del
documento original.

c) Por contrato con seguro de caución, celebrado en la
forma y condiciones establecidas en los artículos 17 y 18
del Real Decreto 390/1996 de acuerdo con las previsiones
de los artículos 35.1 y 46.3 del TR de la LCAP.

La garantía establecida mediante aval o seguro de caución
se presentará ante el órgano de contratación y se incorporará
directamente al expediente de contratación. Dicha garantía
se acreditará mediante la presentación del documento original,
que deberá contener diligencia de bastanteo efectuada por
Letrados del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, que
acredite que las personas físicas que actúan en representación
de las Entidades avalistas o aseguradoras tienen poder bastante
al efecto.

La constitución de la garantía se ajustará a los modelos
que se indican en los Anexos II, III, IV y V del Real Decreto
390/1996, y en el caso de inmovilización de deuda pública,
al certificado que corresponda a su normativa específica.

10.3. La constitución de garantía global, a la que hace
referencia el artículo 36.2 del TR de la LCAP, eximirá de la
constitución de garantía provisional, produciendo aquélla los
mismos efectos inherentes a esta última.

10.4. La garantía provisional será devuelta a los con-
tratistas inmediatamente después de la adjudicación del
concurso.

11. Requisitos para la adjudicación.
El órgano de contratación, contratará a las Consultas o

Clínicas dentales que así lo soliciten y reúnan todos los requi-
sitos exigidos en este Pliego, en el Pliego de Prescripciones
Técnicas y en las normas reguladoras del servicio.

12. Garantía definitiva.
12.1. Para responder del cumplimiento del contrato, el

Titular de la Consulta o Clínica dental constituirá una fianza
definitiva según lo contemplado en el apartado 6 del Cuadro
resumen del contrato del Anexo I de este Pliego.

12.2. El procedimiento para la constitución y depósito
de la garantía definitiva se realizará de la misma forma que
para la garantía provisional.

12.3. De acuerdo con el art. 102.8 de la Ley 2/1985,
de 2 de mayo, de Sociedades Cooperativas Andaluzas, las
Consultas o Clínicas dentales comprendidas en su ámbito de
aplicación gozarán de una reducción al 25% de las garantías
provisional y definitiva.

12.4. La fianza definitiva será devuelta una vez extinguido
el contrato, de conformidad con lo previsto en el artículo 47
del TR de la LCAP.
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13. Exenciones de garantías provisionales o definitivas.
Las garantías provisionales o definitivas no serán exigibles

en los casos especiales en que por Acuerdo del Consejo de
Gobierno se declare su exención, reflejándose la fecha del
mismo en el apartado 7 del Cuadro resumen del contrato del
Anexo I de este Pliego.

III. FORMALIZACION DEL CONTRATO

14. Organo de contratación.
Por delegación del Consejero de Salud, las Delegaciones

Provinciales de Salud podrán actuar como órganos de con-
tratación de los conciertos que este Pliego ha de regir.

15. Formalización del contrato.
15.1. Se procederá a la formalización del contrato en

documento administrativo, dentro de los quince días naturales
siguientes al del vencimiento del plazo de presentación de
solicitud de participación al concurso público.

15.2. El contrato se elevará a escritura pública cuando
así lo solicite el contratista, siendo a su costa los gastos que
se deriven y estando obligado a entregar al órgano de con-
tratación una copia simple y una autorizada de la misma,
dentro de los veinte días siguientes a su formalización.

15.3. Si por causas imputables al adjudicatario no pudiera
formalizarse el contrato dentro del plazo indicado, la Admi-
nistración podrá acordar -de conformidad con el vigente TR
de la LCAP y previo trámite de audiencia al interesado- la
resolución del mismo, con incautación de la garantía provi-
sional e indemnización de los daños y perjuicios causados.

15.4. En cualquier momento durante la vigencia del con-
trato, la Administración contratante podrá exigir al contratista
la constatación de que se sigue manteniendo las condiciones
y cumpliendo las obligaciones exigidas para contratar.

IV. EJECUCION DEL CONTRATO

16. Normas generales.
16.1. El Titular de la Consulta o Clínica dental será res-

ponsable del contenido y calidad de las prestaciones y servicios
que ha de realizar, según las determinaciones del Pliego de
Prescripciones Técnicas, así como de las consecuencias que
se deduzcan para la Administración o para terceros de las
omisiones, errores, métodos inadecuados o actuaciones
incorrectas en la ejecución del objeto del contrato.

16.2. En todo lo relativo a exigencia de derechos y cum-
plimiento de obligaciones, incidencias y modificaciones con-
tractuales, extinción y liquidación del contrato, se estará a
lo establecido en la normativa vigente en materia de contra-
tación administrativa.

16.3. Con independencia de las autorizaciones adminis-
trativas con las que debe contar como centro sanitario, la enti-
dad atenderá en todo momento cuantas disposiciones, reco-
mendaciones o directrices hayan dictado o puedan dictar en
el futuro sobre la materia las Autoridades Sanitarias.

16.4. El Centro deberá cumplir las disposiciones vigentes
en cada momento, en especial en materia de autorización,
registro, habilitación, identificación y elaboración de informa-
ción y estadísticas sanitarias, así como todas aquéllas que
le sean de aplicación.

16.5. El Centro dispondrá, durante la vigencia del con-
trato, para el cumplimiento de los objetivos asistenciales pre-
vistos en el mismo, de los recursos materiales y del equi-
pamiento general, clínico y quirúrgico necesarios para realizar
con eficacia, calidad y garantía las actividades requeridas, así
como del personal sanitario y no sanitario que permita la aten-
ción contratada.

16.6. El empresario, para utilizar materiales, suministros,
procedimientos y equipos para la ejecución del objeto del con-
trato, deberá obtener las cesiones, permisos y autorizaciones
necesarias de los titulares de las patentes, modelos y marcas

de fabricación correspondientes, corriendo de su cuenta el
pago de los derechos e indemnizaciones por tales conceptos.

16.7. El empresario será responsable de toda reclamación
relativa a la propiedad industrial y comercial, debiendo indem-
nizar a la Administración por todos los daños y perjuicios que
para la misma puedan derivarse de la interposición de
reclamaciones.

16.8. En la ejecución del contrato, el empresario quedará
obligado con respecto al personal que emplee en la prestación
del servicio objeto del contrato, al cumplimiento de las dis-
posiciones vigentes en cada momento en materia laboral y
social, no asumiendo la Consejería de Salud ningún vínculo
respecto del mencionado personal. Asimismo, se somete expre-
samente a la normativa vigente en materia de Prevención de
Riesgos Laborales.

16.9. Los gastos y gravámenes derivados del personal,
tasas de licencias municipales y cualesquiera otros que resul-
ten de aplicación serán a cargo del contratista en la forma
y cuantía que señalen las disposiciones vigentes.

16.10. Todos los gastos que se deriven del contrato,
incluidos los fiscales, serán a cargo del contratista. Asimismo,
será responsabilidad de éste la tramitación y obtención de
las autorizaciones administrativas necesarias para la legali-
zación de las instalaciones.

16.11. De conformidad con lo establecido en la Ley
5/1985, de 8 de julio, de Consumidores y Usuarios, y el
Decreto 171/89, de 11 de julio, el Centro deberá tener a
disposición del público un «Libro de Quejas y Reclamaciones»
debidamente numerado y sellado por la correspondiente Dele-
gación Provincial de Salud.

17. Obligaciones del contratista.
17.1. El Titular de la Consulta o Clínica dental se com-

promete a la correcta cumplimentación y veracidad de los
datos suministrados a través del Sistema de Información de
la Prestación Asistencial Dental (SIPAD).

17.2. Para que pueda darse la resolución del contrato
por mutuo acuerdo entre la Administración y el contratista,
el órgano de contratación habrá de tener en cuenta que quede
a salvo el interés público, resolviéndose sobre la distribución
de los pacientes entre otros dentistas contratados, con respeto
del principio de libre elección del facultativo y siempre con
consentimiento formulado por escrito de los padres o tutores
de aceptación del nuevo profesional como dentista de cabe-
cera.

17.3. El Titular de la Consulta o Clínica dental deberá
proponer las bajas y las nuevas incorporaciones de dentistas
de cabecera, siempre que los odontólogos o estomatólogos
propuestos para realizar la prestación asistencial dental se
encuentren previamente habilitados, conforme a lo que esta-
blece el artículo 8 de la Orden de la Consejería de Salud,
de 19 de marzo de 2002.

17.4. El Titular de la Consulta o Clínica dental se com-
promete a remitir, en su caso, al órgano de contratación cer-
tificación anual del personal que haya prestado servicios en
el Centro durante el correspondiente ejercicio, y certificación
mensual de que en las modificaciones de personal producidas,
si las hubiera, no existen situaciones que vulneran lo esta-
blecido en materia de incompatibilidades.

17.5. La Consulta o Clínica dental está obligada a que
sus dentistas de cabecera cumplan todos los requisitos con-
templados en el artículo 5 de la Orden de la Consejería de
Salud de 19 de marzo de 2002.

17.6. La Entidad contratada estará sujeta al cumplimiento
de las siguientes obligaciones de carácter general:

- Prestar el servicio con la continuidad y en las condi-
ciones convenidas.

- Garantizar la duración de los tratamientos especiales
realizados, asumiendo los costes derivados de una nueva
actuación profesional, salvo que se haya producido por cir-
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cunstancias ajenas a la actividad profesional o específicas del
paciente.

- Cuidar el buen orden del servicio, pudiendo dictar, en
su caso, las oportunas instrucciones en los correspondientes
Reglamentos de Régimen Interior y de Organización del Centro.

- Conforme a lo que establece la cláusula 16.1, el Titular
de la Consulta o Clínica dental será responsable de los daños
que se causen a terceros, imputables al Centro o al personal
del mismo como consecuencia del funcionamiento del servicio,
debiendo hacer efectivo el abono de las indemnizaciones pro-
cedentes en el plazo de 90 días, a contar desde la notificación
de la Resolución del órgano de contratación del correspon-
diente expediente de responsabilidad patrimonial que así lo
establezca, o en el plazo que se señale, en su caso, por sen-
tencia judicial firme.

- Asimismo, y para una correcta evaluación de los
servicios contratados, el Centro queda obligado a remitir al
órgano de contratación la documentación, de carácter asis-
tencial relacionada con el mismo, que le fuere solicitada, en
la forma y plazos indicados por la misma.

18. Obligaciones del órgano de contratación.
18.1. El órgano de contratación se compromete a realizar

el abono de las facturaciones mensuales en el plazo establecido
en la cláusula 19.7 del presente Pliego, que sean presentadas
por el Titular de la Consulta o Clínica dental de conformidad
con lo establecido en la misma.

18.2. Si el órgano de contratación no efectuase el abono
en el plazo anteriormente establecido, deberá abonar al Titular
de la Consulta o Clínica dental, a partir de aquella fecha,
la cuantía resultante, según lo previsto en el artículo 99.4
del TR de la LCAP.

19. Facturación y forma de pago a la Consulta o Clínica
dental.

19.1. El Titular de la Consulta o Clínica dental presentará,
en su caso, mensualmente en el órgano de contratación factura
por duplicado ejemplar de la asistencia dental básica. El con-
tenido de la misma se adecuará al modelo del Anexo V del
presente Pliego.

19.2. Con carácter general, el Titular de la Consulta o
Clínica dental presentará mensualmente en el órgano de con-
tratación factura por duplicado ejemplar de los tratamientos
especiales realizados. El contenido de la misma se adecuará
al modelo del Anexo VI del presente Pliego.

19.3. En la asistencia dental básica y en los tratamientos
especiales, el procedimiento de facturación, para el período
de vigencia del Contrato, se realizará según lo establecido en
el artículo 10 de la Orden de la Consejería de Salud de 19
de marzo de 2002.

En cualquier caso, no serán contabilizados los servicios
prestados por las Consultas o Clínicas dentales a la población
de 6 a 15 años con derecho a la cobertura de la prestación
asistencial dental, cuando existiera un tercero responsable de
aquella asistencia.

19.4. Las facturas se presentarán en los 10 primeros
días del mes siguiente a que correspondan los datos, acom-
pañadas de cada una de las autorizaciones administrativas
de cada tratamiento especial para el apartado 19.2 del presente
Pliego y del «ejemplar para la Administración» de los Talones
de Asistencia Dental Anual normalizados por la Consejería
de Salud, entregados por los usuarios, padres o tutores, para
el apartado 19.1 del presente Pliego. Asimismo, acompañarán
a cualquiera de las facturas citadas, en su caso, los TC1/TC2
de la Consulta o Clínica dental. Trimestralmente, presentarán
documentación acreditativa de hallarse al corriente de cuotas
tributarias y de Seguridad Social.

19.5. En los 10 primeros días del mes siguiente al que
correspondan los datos, la Consulta o Clínica dental presentará

en el órgano de contratación un disquete de 3,5 pulgadas,
en cuya etiqueta figurará el nombre del Centro, el número
de Registro Sanitario, mes y año a que corresponden los datos.
El contenido del disquete se adecuará a lo establecido en
el apartado de Sistemas de Información del Pliego de Pres-
cripciones Técnicas.

19.6. La factura del mes de diciembre, de los tratamientos
especiales, sólo comprenderá los realizados hasta el día 10
de diciembre, según lo establecido en el artículo 10 de la
Orden de la Consejería de Salud de 19 de marzo de 2002.

19.7. El Titular de la Consulta o Clínica dental tendrá
derecho al abono de la factura en un plazo de dos meses
contados desde la fecha de la presentación de la misma, correc-
tamente cumplimentada, conforme a lo previsto en el art. 99.4
del TR de la LCAP.

19.8. En el supuesto de no hacerse efectivo por el Titular
de la Consulta o Clínica dental, en el plazo establecido, el
abono de las cantidades resultantes de los expedientes de
responsabilidad patrimonial, conforme a lo dispuesto en el
apartado 17.6 del presente Pliego, se deducirá el citado impor-
te de la siguiente facturación que se realice, así como de las
posteriores, si ello no fuere suficiente.

20. Modificaciones del contrato.
20.1. La Administración, según el art. 163.1 del TR de

la LCAP, previa audiencia de los Titulares de las Consultas
o Clínicas dentales contratadas, podrá modificar, por razón
de interés público, las características del servicio contratado.

20.2. De conformidad con lo establecido en el art. 163.3
del TR de la LCAP, en el caso de que los acuerdos que dicte
la Administración, respecto al desarrollo del servicio carezcan
de trascendencia económica, el contratista no tendrá derecho
a indemnización por razón de los mismos.

V. INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL Y PRERROGATIVAS DE
LA ADMINISTRACION

21. Incumplimiento contractual.
21.1. El incumplimiento por el contratista titular de la

consulta o clínica dental o de los odontólogos o estomatólogos
dependientes del mismo de las obligaciones establecidas con
carácter preceptivo en este Pliego, en relación con lo que dis-
pone el artículo 5 de la Orden de la Consejería de Salud,
de 19 de marzo de 2002, puede dar lugar a la resolución
del contrato.

21.2. Si con motivo de la actividad inspectora fueran
detectadas graves irregularidades que pudieran comprometer
la eficacia de la prestación contratada, será causa de resolución
del contrato, sin perjuicio de la revocación de la habilitación
si procediere y de las demás actuaciones que pudiera adoptar
el órgano de contratación para proteger el beneficio de los
pacientes con derecho a la prestación asistencial dental y,
en su caso, de la incoación del oportuno expediente sancio-
nador si se apreciase la existencia de infracciones sanitarias.
En cualquier caso, el contratista deberá abonar a la Admi-
nistración los daños y perjuicios que efectivamente le haya
irrogado.

El acuerdo de resolución del contrato deberá dictarse pre-
vio expediente con audiencia del interesado.

22. Prerrogativas de la Administración y Jurisdicción
competente.

22.1. Dentro de los límites de la LCAP, el órgano de
contratación ostenta la prerrogativa de interpretar el contrato,
resolver las dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlo
por razones de interés público y acordar su resolución y deter-
minar los efectos de ésta.

22.2. El presente contrato queda sometido a la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa.
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Contra la Resolución del órgano de contratación, y con-
forme a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en la redacción dada a la misma por la Ley 4/1999,
de 13 de enero, podrá formularse, potestativamente, recurso
de reposición, cuya Resolución pondrá fin a la vía adminis-
trativa. La interposición del recurso contencioso-administrativo,
ante la Jurisdicción correspondiente, requerirá la previa reso-
lución del recurso de reposición o que se haya producido su
desestimación presunta.

VI. RESOLUCION DEL CONTRATO

23. Normas generales.
Serán causas de resolución del contrato:

23.1. El incumplimiento por el contratista de cualquiera
de las obligaciones establecidas en el presente Pliego. Así como
de las condiciones establecidas en el Pliego de Prescripciones
Técnicas, y la reiteración de deficiencias en la realización de
las prestaciones.

23.2. Las causas consignadas en los artículos 111, excep-
to letras e) y f), y en el artículo 167 del TR de la LCAP.
Asimismo, podrán ser causa de resolución del contrato la
incompetencia manifiesta de la explotación del servicio a juicio
de la Administración, el cambio de titularidad de la consulta
o clínica dental o el cambio de dentistas de cabecera pro-
puestos por el titular de la Consulta o Clínica dental, sin auto-
rización expresa por la Administración. En particular, se con-
sidera causa de resolución del contrato el incurrir con pos-
terioridad a la firma del mismo en alguna de las prohibiciones
para contratar previstas en el artículo 20 de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas.

23.3. Si del incumplimiento por parte del contratista se
derivase perturbación grave y no reparable por otros medios
en el servicio público y la Administración no decidiese la reso-
lución del contrato, podrá acordar la intervención del mismo
hasta que aquélla desaparezca. En todo caso, el contratista
deberá abonar a la Administración los daños y perjuicios que
efectivamente le haya irrogado.

23.4. Será causa de resolución del contrato el incurrir
con posterioridad a la firma del mismo en alguna de las causas
de incompatibilidad previstas en el apartado 8.e) del presente
Pliego.

23.5. La resolución será acordada por el órgano de con-
tratación, de oficio o a instancia del contratista, previo cum-
plimiento de los requisitos señalados en el artículo 26 del
Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo.

La resolución del contrato por causas imputables al con-
tratista determinará automáticamente la incautación de la
garantía definitiva, una vez cumplidos los requisitos antes alu-
didos, sin perjuicio de las indemnizaciones que procedan por
los daños y perjuicios causados en lo que excedan del importe
de la garantía incautada, conforme a lo dispuesto en el artículo
113.4 del TR de la LCAP.

El presente Pliego ha sido informado preceptivamente por
el Letrado Jefe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de
Salud, con fecha 21 de marzo de 2002.

En prueba de conformidad con el presente Pliego y sus
Anexos, y para que surta los efectos oportunos, se suscribe
en triplicado ejemplar.

En .........., a .... de............... de 20

El Organo de Contratación Por la Consulta o Clínica
dental

D.............. D...............

ANEXO I

CUADRO RESUMEN DEL CONTRATO

1. Objeto del contrato: Servicio de asistencia dental a
personas protegidas nacidas en los años ...................., según
la Orden de la Consejería de Salud ........ de ........ de ........

2. Plazo del contrato:

3. Presupuesto: El asignado a este servicio de asistencia
dental de acuerdo a la población protegida.

4. Determinación del precio: Se efectuará con arreglo a
las tarifas establecidas en la Orden de la Consejería de Salud
de ....... de ...... de .......

5. El importe de la Garantía Provisional será de..... euros.

6. El importe de la Garantía Definitiva será de..... euros.

7. Exenciones de la Garantía Provisional o Definitiva, acor-
dada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de......:

8. Aplicaciones Presupuestarias:

Fecha:

ANEXO II

Las retribuciones de las prestaciones de la asistencia dental,
contratadas por la Consejería de Salud, estarán de acuerdo
a las siguientes cuantías:

1. Una tarifa por capitación anual, por asistencia dental
básica, de 30,65 euros por cada persona atendida, según
el Decreto 281/2001, de 26 de diciembre.

2. Las tarifas de los tratamientos especiales a los que
se refiere el artículo 3 del Decreto 281/2001, de 26 de diciem-
bre, y relacionados en el artículo 2 de la Orden de la Consejería
de Salud de 19 de marzo de 2002, son las siguientes:

a) Apicoformación (por sesión): 30 E.
b) Corona completa de metal noble-porcelana: 175 E.
c) Corona completa de porcelana: 192 E.
d) Corona provisional de acrílico: 30 E.
e) Endodoncia: 60 E.
f) Extracción de un supernumerario: 30 E.
g) Ferulización del grupo anterior: 48 E.
h) Gran reconstrucción: 52 E.
i) Muñón metálico colado unirradicular: 60 E.
j) Perno prefabricado intrarradicular: 18 E.
k) Mantenedor de espacio: 78 E.
l) Reconstrucción: 41 E.
m) Recubrimiento pulpar directo: 22 E.
n) Reimplante dentario: 61 E.
o) Sutura de tejidos blandos se exceptúan las incluidas

en alguno de los tratamientos anteriores: 30 E.

ANEXO III

DECLARACION RESPONSABLE DE CAPACIDAD PARA CON-
TRATAR OTORGADA ANTE EL ORGANO DE CONTRATACION
(...................)

Don..........................., como representante legal de la
Consulta o Clínica dental ...................., declara bajo su res-
ponsabilidad que no concurre en la misma ninguna de las
circunstancias que incapacitan para contratar con la Admi-
nistración, previstas en el art. 20 de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas:
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a) Haber sido condenada mediante sentencia firme por
delitos de falsedad, contra el patrimonio y contra el orden
socioeconómico, cohecho, malversación, tráfico de influencias,
revelación de secretos, uso de información privilegiada, delitos
contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, delitos contra
los derechos de los trabajadores o por delitos relativos al mer-
cado y a los consumidores.

La prohibición de contratar alcanza a las personas jurí-
dicas cuyos administradores o representantes, vigente su cargo
o representación, se encuentren en la situación mencionada
por actuaciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas
personas jurídicas o en las que concurran las condiciones,
cualidades o relaciones que requiera la correspondiente figura
de delito para ser sujeto activo del mismo.

b) Haber sido declarada en quiebra, en concurso de acree-
dores, insolvente fallido en cualquier procedimiento o sujeto
a intervención judicial; haber iniciado expediente de quita y
espera o de suspensión de pagos o presentado solicitud judicial
de quiebra o de concurso de acreedores, mientras, en su caso,
no fuere rehabilitada.

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiese sido
declarada culpable, a la Resolución firme de cualquier contrato
celebrado con la Administración.

d) Haber sido sancionada con carácter firme por infracción
grave en materia de disciplina de mercado, en materia pro-
fesional o en materia de integración laboral de minusválidos
o muy grave en materia social, de acuerdo con lo dispuesto
en la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones y sanciones
en el orden social, o en materia de seguridad y salud en el
trabajo, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 31/1995,
de 8 de noviembre, sobre prevención de riesgos laborales.

e) Estar incursa la persona física o los administradores
de la persona jurídica en alguno de los supuestos de la Ley
12/1995, de 11 de mayo, sobre incompatibilidades de los
miembros del Gobierno de la Nación y de los altos cargos
de la Administración General del Estado; de la Ley 53/1984,
de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al
servicio de las Administraciones Públicas o tratarse de cual-
quiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en
los términos establecidos en la misma.

La prohibición alcanza igualmente a los cónyuges, per-
sonas vinculadas con análoga relación de convivencia afectiva
y descendientes de las personas a que se refiere el párrafo
anterior, siempre que, respecto de los últimos, dichas personas
ostenten su representación legal. Las Disposiciones a las que
se refiere este apartado serán aplicables a las Comunidades
Autónomas y a las Entidades Locales en los términos que
respectivamente les sean aplicables.

f) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obli-
gaciones tributarias o de Seguridad Social impuestas por las
disposiciones vigentes, en los términos que reglamentariamen-
te se determinen.

g) Haber incurrido en falsedad grave al facilitar a la Admi-
nistración las declaraciones exigibles en cumplimiento de las
disposiciones de esta Ley o de sus normas de desarrollo.

h) Haber incumplido las obligaciones impuestas al empre-
sario por los acuerdos de suspensión de las clasificaciones
concedidas o de la declaración de inhabilitación para contratar
con cualquiera de las Administraciones Públicas.

i) Si se trata de empresarios no españoles de Estados
miembros de la Comunidad Europea, no hallarse inscritos,
en su caso, en un Registro profesional o comercial en las
condiciones previstas en la legislación del Estado donde están
establecidos.

j) Haber sido sancionado como consecuencia del corres-
pondiente expediente administrativo en los términos previstos
en el artículo 82 de la Ley General Presupuestaria y en el
artículo 80 de la Ley General Tributaria.

k) No hallarse debidamente clasificada, en su caso, con-
forme a lo dispuesto en esta Ley o no acreditar la suficiente
solvencia económica, financiera y técnica o profesional.

En.............., a... de............ de...

(lugar, fecha y firma)

ANEXO IV

DECLARACION RESPONSABLE DE LA INEXISTENCIA DE
INCOMPATIBILIDADES DEL PERSONAL OTORGADA ANTE EL

ORGANO DE CONTRATACION (.....................)

Don................................................., como Titular/Ad-
ministrador de la Consulta o Clínica dental................, declara
bajo su responsabilidad.

Que el personal afecto al servicio de la Consulta o Clínica
dental, así como los socios-propietarios de la misma no
incurren en las incompatibilidades previstas en la Ley
12/1995, de 11 de mayo; en la Ley 25/1983, de 26 de
diciembre; en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre; en el
Decreto 8/1995, de 22 de enero, sobre aplicación al personal
al servicio de la Administración de la Junta de Andalucía y
Organismos de ella dependientes; en la Ley 5/1984, de 23
de abril, de la Comunidad Autónoma de Andalucía, sobre
Incompatibilidades de Altos Cargos; ni se trata de ninguno
de los cargos electivos regulados en la Ley 5/1985, de 19
de junio, del Régimen Electoral General, en los términos esta-
blecidos en la misma. Así como en las que se incluyen en
el artículo 2 del Real Decreto 598/1985, de 30 de abril, ni
en lo previsto en el art. 93 de la Ley General de Sanidad.
En consecuencia, que no desempeñan un trabajo en la Admi-
nistración Pública, por considerarse incompatible a efectos del
presente contrato.

En............., a... de.............. de...

(lugar, fecha y firma)
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RESOLUCION de 6 de marzo de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se emplaza a los terceros
interesados en el recurso contencioso-administrativo
núm. 2948/01, interpuesto por don Francisco José
Guerrero Carmona ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía en Granada.

En fecha 6 de marzo de 2002 se ha dictado la siguiente
Resolución de la Dirección General de Personal y Servicios
del Servicio Andaluz de Salud.

«RESOLUCION DE LA DIRECCION GENERAL DE PERSONAL
Y SERVICIOS DEL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD, POR LA
QUE SE ACUERDA LA REMISIÓN DEL EXPEDIENTE ADMI-
NISTRATIVO REQUERIDO POR LA SALA DE LO CONTEN-
CIOSO-ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE
JUSTICIA DE ANDALUCIA EN GRANADA, EN EL RECURSO
NUM. 2948/01, INTERPUESTO POR DON FRANCISCO JOSE

GUERRERO CARMONA

Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA
en Granada, se ha efectuado requerimiento para que se apor-
tase el expediente administrativo correspondiente al recurso
núm. 2948/01, interpuesto por don Francisco José Guerrero
Carmona contra la Resolución de 31 de mayo de 2001 del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se anuncia la publicación
de la relación definitiva de aspirantes que han aprobado el
concurso-oposición para cubrir plazas básicas vacantes de
Administrativos de Función Administrativa de Centros Asis-
tenciales dependientes del Organismo, convocado por Reso-
lución de 20 de junio de 1996.

De conformidad con lo previsto en el art. 48.4 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, remítase a la Sala copia precedida
de un índice de los documentos que lo integran.

Emplácese a cuantos aparecen como interesados en dicho
expediente para que puedan personarse ante el órgano juris-
diccional como demandados. Sevilla, a 6 de marzo de 2000.
El Director General de Personal y Servicios, Fdo.: Rafael Burgos
Rodríguez.»

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
el Organo Jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo número 2948/01.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que lo interesados puedan comparecer y personarse como
demandados en los autos en el plazo de nueve días, conforme
establece el art. 49.1 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa.

Sevilla, 6 de marzo de 2002.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

RESOLUCION de 18 de marzo de 2002, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se emplaza a
terceros interesados en el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 3287/01, interpuesto por doña Ana
María Bergali Pérez ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Granada.

En fecha 18 de marzo de 2002 se ha dictado la siguiente
Resolución de la Dirección General de Personal y Servicios
del Servicio Andaluz de Salud:

RESOLUCION DE LA DIRECCION GENERAL DE PERSONAL Y
SERVICIOS DEL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD, POR LA QUE
SE ACUERDA LA REMISION DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO
REQUERIDO POR LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINIS-
TRATIVO DE GRANADA EN EL RECURSO 3287/01, INTERPUES-

TO POR DOÑA ANA MARIA BERGALI PEREZ

Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada
se ha efectuado requerimiento para que se aporte el expediente
administrativo correspondiente al recurso núm. 3287/01,
interpuesto por doña Ana María Bergali Pérez contra la Reso-
lución de 31 de mayo de 2001, del SAS, por la que se anuncia
la publicación de la Resolución Definitiva de los aspirantes
que han aprobado el concurso-oposición de Administrativo de
Función Administrativa de Centros Asistenciales.

De conformidad con lo previsto en el art. 48.4 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, remítase a la Sala copia precedida
de un índice de los documentos que lo integran.

Emplácese a cuantos aparecen como interesados en dicho
expediente para que puedan personarse ante el órgano juris-
diccional como demandados. Sevilla, 18 de marzo de 2002.
El Director General de Personal y Servicios. Fdo.: Rafael Burgos
Rodríguez.»

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
el órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo número 3287/01.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que, de conformidad con el artículo 49.1, en el plazo de nueve
días los interesados puedan comparecer y personarse ante
dicha Sala en forma legal.

Sevilla, 18 de marzo de 2002.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 13 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Formación Profesional, por la que
se da publicidad a las subvenciones concedidas a las
entidades que se indican.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, se hace pública la subvención concedida
e instrumentada mediante Convenio de Cooperación a la
siguiente entidad:

Beneficiario de la subvención: Confederación de Empre-
sarios de Andalucía.

Cantidad concedida: 162.273,26 euros.

Aplicaciones presupuestarias:

0.1.18.00.16.00.0800.483.00.42D.9

3.1.18.00.16.00.0800.483.00.42D.2.2003
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Finalidad de la subvención: Actividades para la difusión
en empresas de la fase de «Formación en Centros de Trabajo».

Sevilla, 13 de marzo de 2002.- La Directora General,
María José Vázquez Morillo.

RESOLUCION de 14 de marzo de 2002, de la
Delegación Provincial de Granada, por la que se hace
público el Convenio de Colaboración establecido entre
esta Delegación Provincial y el AMPA del C.P. Gómez
Moreno, de Granada.

En cumplimiento de lo establecido por los artículos 109
de la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía y 18.3 de la Ley de Presupuestos para
el año 2002, la Delegación Provincial de Educación y Ciencia
de Granada hace pública la suscripción de un Convenio de
Colaboración, con arreglo a los datos que a continuación se
indican:

Objeto del Convenio: Gestión del Servicio de Comedor
Escolar en el Centro Público «Gómez Moreno» de Granada.

Importe del Convenio: 7.501,26 euros.
Entidad: Asociación de Madres y Padres de Alumnos del

Centro Público «Gómez Moreno» de Granada.
Aplicación presupuestaria: 0.1.18.00.03.18.48500.42F.5.

Granada, 14 de marzo de 2002.- La Delegada, Carmen
García Raya.

CONSEJERIA DE CULTURA

RESOLUCION de 5 de marzo de 2002, de la Direc-
ción General de Instituciones del Patrimonio Histórico,
por la que se hace pública la relación de los museos
inscritos y la relación de los museos anotados pre-
ventivamente en el año 2001 en el Registro de Museos
de Andalucía.

El Decreto 284/1995, de 28 de noviembre, por el que
se aprueba el Reglamento de Creación de Museos y de Gestión
de Fondos Museísticos de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, establece en el artículo 9 que en el Registro de Museos
de Andalucía se inscribirán todos los Museos radicados en
el territorio de la Comunidad Autónoma, cualquiera que sea
su titularidad.

De acuerdo con esta disposición, en cumplimiento del
artículo 5.3 de la Ley 2/1984, de Museos de Andalucía, y
en uso de las facultades que en materia de Patrimonio Histórico
me confiere el Decreto 4/1993, de 26 de enero, por el que
se aprueba el Reglamento de Organización Administrativa del
Patrimonio Histórico de Andalucía, y el Decreto 333/1996,
de 9 de julio, por el que se modifica el Decreto 259/1994,
de 13 de septiembre, de Estructura Orgánica Básica de la
Consejería de Cultura,

R E S U E L V O

Publicar la relación de los museos andaluces inscritos
y anotados preventivamente en el Registro de Museos de Anda-
lucía en el año 2001, señalados en los Anexos 1 y 2,
respectivamente.

Sevilla, 5 de marzo de 2002.- La Directora General,
M.ª del Mar Villafranca Jiménez.

ANEXO 1

Museo: Museo Lara de Ronda, Málaga.
Código de inscripción: 040-C-009.
Orden de inscripción en el Registro de Museos de Anda-

lucía: Orden de 24 de mayo de 2001, de la Consejería de
Cultura por la que se autoriza la creación del Museo Lara
de Ronda (Málaga) y su inscripción en el Registro de Museos
de Andalucía (BOJA núm. 75, de 3 de julio de 2001).

Museo: Museo Cerezo Moreno de Villargordo (Villatorres),
Jaén.

Código de inscripción: 041-B-032.
Orden de inscripción en el Registro de Museos de Anda-

lucía: Orden de 20 de diciembre de 2001, de la Consejería
de Cultura, por la que se autoriza la creación del Museo Cerezo
Moreno de Villargordo (Villatorres), Jaén, y su inscripción en
el Registro de Museos de Andalucía (BOJA núm. 26, de 2
de marzo de 2002).

ANEXO 2

Museo: Casa Dirección-Museo de Valverde del Camino,
Huelva.

Código de inscripción: AP-021-B-018.
Resoluciones de las anotaciones preventivas en el Registro

de Museos de Andalucía: Resolución de 7 de febrero de 2001,
de la Dirección General de Instituciones del Patrimonio His-
tórico, por la que se aprueba la viabilidad del proyecto de
creación de la Casa Dirección-Museo de Valverde del Camino
(Huelva), y se ordena su anotación preventiva en el Registro
de Museos de Andalucía.

Museo: Museo Arqueológico y Etnológico de Lucena,
Córdoba.

Código de inscripción: AP-023-B-019.
Resoluciones de las anotaciones preventivas en el Registro

de Museos de Andalucía: Resolución de 5 de abril de 2001,
de la Dirección General de Instituciones del Patrimonio His-
tórico, por la que se aprueba la viabilidad del proyecto de
creación del Museo Arqueológico y Etnológico de Lucena (Cór-
doba), y se ordena su anotación preventiva en el Registro
de Museos de Andalucía.

RESOLUCION de 14 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Fomento y Promoción Cultural,
por la que se publica la concesión, con carácter excep-
cional, de las subvenciones que se citan, instrumen-
tadas a través de convenios.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, procede hacer públi-
ca la concesión, con carácter excepcional, de las subvenciones
que figuran en los Anexos I de la presente Resolución, ins-
trumentadas mediante suscripciones de convenios.

Sevilla, 14 de marzo de 2002.- La Directora General,
Elena Angulo Aramburu.

ANEXO I

Anexo al convenio de colaboración suscrito el 21 de mayo
de 2001 entre la Consejería de Cultura, la Consejería de Obras
Públicas y Transportes y el Ayuntamiento de Baza.

Importe: 341.677,66 euros.
Aplicación:
01.15.00.03.00 .76400 .33A. .3. 1994.000951.
01.19.00.03.00 .76401 .35B. .0. 1993.008003.
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Finalidad: Financiación conjunta de las obras de reha-
bilitación del Teatro-Cine Ideal de Baza.

Anexo al convenio de colaboración suscrito el 11 de
diciembre de 2001 entre la Consejería de Cultura, la Consejería
de Obras Públicas y Transportes y el Ayuntamiento de Linares.

Importe: 505.507,87 euros.
Aplicación:
31.15.00.03.00 .76400.33A. .4. 2002.1994.000951.
31.19.00.01.00 .76401.35B. .2. 2002.1993.009803.
Finalidad: Financiación conjunta de las obras de reha-

bilitación del Teatro Cervantes de Linares.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

ORDEN de 8 de abril de 2002, por la que se
delega la competencia para la contratación del sumi-
nistro que se indica en la Delegada Provincial de Asun-
tos Sociales de Cádiz.

Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, establece,
en su artículo 39.7, que corresponde al titular de cada Con-
sejería la firma de los contratos relativos a asuntos propios
de su Departamento.

La Orden de 28 de octubre de 1996 delegó determinadas
competencias en materia de gastos y contratación en los Dele-
gados Provinciales de la Consejería de Asuntos Sociales.

Razones de eficacia administrativa aconsejan delegar en
la Delegada Provincial de Asuntos Sociales de Cádiz la cele-
bración del contrato de suministro que se indica, por un importe
superior al señalado en el apartado primero.B) de la men-
cionada Orden.

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas por
el artículo 47 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
y el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común,

D I S P O N G O

Primero. Se delega en la Delegada Provincial de Asuntos
Sociales de Cádiz la competencia para la contratación del sumi-
nistro de vestuario para el personal laboral de Centros de Pro-
tección de Menores, Centros de Atención Socio Educativa de
niños de 0 a 3 años (Guarderías) y Comedores dependientes
de dicha Delegación Provincial (Programa 31E), por importe
superior a noventa mil ciento cincuenta y un euros y ochenta
y dos céntimos (90.151,82 E).

Segundo. En las resoluciones que se adopten en virtud
de esta delegación, se hará constar expresamente esta
circunstancia.

Tercero. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 8 de abril de 2002

ISAIAS PEREZ SALDAÑA
Consejero de Asuntos Sociales

RESOLUCION de 8 de abril de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se da publicidad a
la Resolución de 5 de abril de 2002, de la Sección
de Información y Registro, sobre delegación de com-
petencias para la autenticación de copias.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.3 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, se da publicidad a la Resolución de 5 de
abril de 2002, de la Sección de Información y Registro, sobre
delegación de competencias para la autenticación de copias:

«Por Resolución de 16 de mayo de 2000, de esta Sección
de Información y Registro (BOJA núm. 66, de 8 de junio),
se delegaron competencias para la autenticación de copias
de documentos públicos y privados que se presenten para
ser tramitados en el ámbito de la Consejería de Asuntos Socia-
les en los titulares de los puestos de trabajo que se relacionan
en el Anexo de dicha Resolución.

Razones organizativas y de eficacia administrativa acon-
sejan ampliar la delegación contenida en la Resolución de
16 de mayo de 2000.

En su virtud, y de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 13 de la mencionada Ley 30/1992 y en el artículo 47
de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

R E S U E L V O

Primero. Delegar, en los titulares de los puestos de trabajo
que se relacionan en el Anexo, la competencia para la auten-
ticación de copias de documentos públicos y privados, y que
se presenten para ser tramitados en el ámbito de la Consejería.

Segundo. En las copias que sean autenticadas en virtud
de esta delegación se hará constar expresamente esta cir-
cunstancia.

Tercero. La presente Resolución entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 5 de abril de 2002.- La Jefa de Sección de Infor-
mación y Registro, Esperanza Arriola Ríos.»

Sevilla, 8 de abril de 2002.- La Secretaria General
Técnica, M.ª Angeles Martín Vallejo.

A N E X O

Secretaría General Técnica.
Servicio de Legislación y Recursos:

- Asesor Técnico-Legislación y Recursos.
- Negociado de Gestión.

Dirección General de Bienestar Social.
Secretaría para la Comunidad Gitana:

- Unidad de Relaciones Culturales.
- Unidad de Gestión.

Comisionado para las Drogodependencias.
Servicio de Ordenación Administrativa: Departamento de

Formación.
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RESOLUCION de 22 de marzo de 2002, de la
Dirección General de Bienestar Social, por la que se
da publicidad al trámite de requerimiento de docu-
mentación realizado a doña Pilar Carrión García en
la instrucción del procedimiento de recurso de alzada
(Expte. 17/2001) que la interesada tiene presentado
contra la Resolución dictada por la Delegación Pro-
vincial de esta Consejería en Córdoba en su expediente
de solicitud del Programa de Solidaridad de los
Andaluces.

En la instrucción del procedimiento del recurso de alzada
(Expte. núm. 17/2001), relativo a doña Pilar Carrión García,
con DNI 30.463.996, este Centro Directivo le ha requerido
la siguiente documentación:

- Certificado emitido por el INEM donde constase si ella
o su hija, Beatriz Montes Carrión, son perceptoras de subsidio
por desempleo gestionado por ese organismo.

- Informes de vida laboral expedido por la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social, relativo a la interesada y a su hija
Beatriz Montes Carrión y, en caso de que estén de alta, foto-
copia del contrato de trabajo y última nómina.

Dicho requerimiento se ha intentado notificar en tres oca-
siones, siendo devuelto por el Servicio de Correos con la indi-
cación de «desconocido» dos veces y otra con la mención
de «ausente».

Por lo cual, y de conformidad con lo dispuesto en el apar-
tado 4.º del artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, se ha resuelto a
través del presente acto dar publicidad al trámite concedido
para que en el plazo de los quince días siguientes a la publi-
cación de la presente Resolución en el BOJA, o de su cono-
cimiento a través de la publicación edictal solicitada igualmente
por este Centro Directivo en el Ayuntamiento de su último
domicilio conocido, Córdoba, la interesada aporte la docu-
mentación que le ha sido requerida.

Asimismo, se le apercibe de que, si no cumplimentara
este trámite en el plazo concedido, podrá declarársele decaída
en su derecho al mismo, resolviéndose en consecuencia el
expediente con la documentación obrante en el mismo; todo
ello según se establece en el artículo 76 de la anteriormente
citada Ley 30/1992.

Sevilla, 22 de marzo de 2002.- El Director General, José
Mora Galiana.

4. Administración de Justicia

JUZGADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO
NUM. CUATRO DE MALAGA

ANUNCIO del recurso núm. 488/2001.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 47.2 de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa (LJCA), se hace pública la pre-
sentación y admisión a trámite de la demanda, interponiendo
recurso contencioso-administrativo, que a continuación se
indica:

Número de recurso 488/2001.
Fecha de presentación: 30.11.01.
Demandante: Carolina Pascual Ramírez.
Administración demandada: Consejería de Educación y

Ciencia.

(Continúa en el fascículo 2 de 2)

FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63
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Papel ecológico

Actuación administrativa impugnada:

Quienes tengan interés legítimo en sostener la confor-
midad a Derecho de la actuación recurrida disponen de quince
días, a contar del siguiente a la publicación de este anuncio,
para poder personarse en el recurso por medio de Procurador,
con asistencia de Abogado o por éste ostentando la repre-
sentación, salvo si son funcionarios públicos, en cuyo caso
pueden comparecer por sí mismos, pero deben señalar domi-
cilio en esta ciudad para practicar todas las diligencias que
hayan de entenderse con los mismos, debiendo indicar la per-
sona titular del mismo así como la persona con la cual deban
entenderse las diligencias a practicar.

En Málaga, a veinte de marzo de 2002.- El/La Secretario
Judicial.
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normativa sobre Carreteras. 6.245

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

Resolución de 21 de febrero de 2002, del Instituto

Andaluz de Reforma Agraria, por la que se acuerda

someter a información pública, por un periodo de

quince días hábiles, a partir de su publicación, la

relación de bienes y derechos necesarios para la

ejecución de las obras del Proyecto que se indica. 6.246

Resolución de 27 de febrero de 2002, del Instituto

Andaluz de Reforma Agraria, por la que se acuerda

someter a información pública la relación de bie-

nes y derechos necesarios para la ejecución de las

obras del Proyecto que se indica. 6.247

Anuncio de la Dirección General del Fondo Andaluz

de Garantía Agraria, por el que se notifica el

Resolución de Reconocimiento y Recuperación de

Pago Indebido de fecha 11.1.02, perteneciente al

cultivador don Luis Falcón Berenguer, correspon-

diente a la campaña de algodón 2000/2001. 6.249

Anuncio de la Delegación Provincial de Jaén, por el

que se notifica la resolución de 26 de noviembre de

2001, por la que se resuelve el expediente sancio-

nador P-2/01, incoado a don José Azuaga González. 6.249

CONSEJERIA DE SALUD

Resolución de 22 de marzo de 2002, de la Delega-

ción Provincial de Sevilla, por la que se hace público

el Acuerdo de iniciación del expediente sancionador

núm. 27/02. 6.250

Anuncio del Servicio Andaluz de Salud, sobre noti-

ficaciones de Actos Administrativos relativos a pro-

cedimientos de reintegros tramitados por la Subdirec-

ción de Tesorería del Servicio Andaluz de Salud. 6.250

Anuncio del Servicio Andaluz de Salud, sobre reso-

luciones de Actos Administrativos relativos a proce-

dimientos de reintegros tramitados por la Subdirec-

ción de Tesorería del Servicio Andaluz de Salud. 6.250

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se hace pública la Resolución que se cita. 6.250

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se hace pública la Resolución que se cita. 6.251

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se hace pública la Resolución que se cita. 6.252

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se hace pública la Resolución que se cita. 6.252

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se hace pública la Resolución que se cita. 6.253

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se hace pública la Resolución que se cita. 6.253

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

Anuncio de la Delegación Provincial de Córdoba,

por el que se dispone la notificación de distintos

requerimientos de haberes indebidamente perci-

bidos a los interesados que se relacionan y por los

importes que se consignan. 6.254

CONSEJERIA DE CULTURA

Anuncio de la Delegación Provincial de Almería,

por el que se somete a información pública el pro-

cedimiento de declaración de Bien de Interés

Cultural, con categoría de Zona Arqueológica, a

favor del yacimiento arqueológico Peñón de la

Reina, en Alboloduy (Almería). 6.255
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Anuncio de la Delegación Provincial de Almería,

por el que se somete a trámite de audiencia el pro-

cedimiento de declaración como Bien de Interés

Cultural, categoría Monumento de la Iglesia de

Nuestra Señora de la Asunción de Huércal-Overa

(Almería). 6.255

Anuncio de la Delegación Provincial de Cádiz, por

el que se somete a información pública el expe-

diente para la declaración de Bien de Interés

Cultural del Conjunto Histórico de Bornos (Cádiz). 6.255

Anuncio de la Delegación Provincial de Cádiz, por

el que se somete a información pública el expe-

diente para la declaración de Bien de Interés

Cultural, categoría Conjunto Histórico, del Conjunto

Histórico de Torre Alháquime (Cádiz). 6.258

Anuncio de la Delegación Provincial de Huelva, por

el que se somete a información pública el proce-

dimiento de declaración de Bien de Interés Cultural,

con categoría de Monumento, a favor de El Muelle

o Cargadero de Mineral de la Compañía Riotinto en

Huelva y se concede trámite de audiencia a los inte-

resados en el mismo cuyos datos se desconocen,

ya sean propietarios o titulares de otros derechos. 6.261

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

Resolución de 19 de marzo de 2002, de la Delega-

ción Provincial de Cádiz, por la que se hace pública

la relación de solicitantes del Programa de solida-

ridad a los que no ha sido posible notificar dife-

rentes Resoluciones y actos administrativos. 6.261

Resolución de 4 de marzo de 2002, de la Delega-

ción Provincial de Granada, por la que se hace

pública la relación de resoluciones recaídas en los

expedientes que se relacionan y que no han podido

ser notificadas a los interesados. 6.261

Acuerdo de 19 de marzo de 2002, del Instituto

Andaluz de Servicios Sociales, por el que se noti-

fica la resolución recaída en el expediente de rein-

tegro incoado por cobro indebido de haberes (núm.

11/01 R) a doña Socorro González Villalón. 6.261

Acuerdo de 25 de enero de 2002, de la Delegación

Provincial de Cádiz, para la notificación por edicto

de la Resolución que se cita. 6.262

Acuerdo de 14 de marzo de 2002, de la Delegación

Provincial de Cádiz, para la notificación por edicto

de la Resolución que se cita. 6.262

Acuerdo de 15 de marzo de 2002, de la Delegación

Provincial de Cádiz, para la notificación por edicto

de la Resolución que se cita. 6.262

Acuerdo de 19 de marzo de 2002, de la Delegación

Provincial de Cádiz, para la notificación por edicto

de la Resolución que se cita. 6.262

Anuncio de la Delegación Provincial de Huelva,

sobre notificación de resolución de desamparo y

acogimiento familiar provisional preadoptivo, con-

forme art. 59.4 de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre. 6.262

AGENCIA TRIBUTARIA

Edicto de 14 de marzo de 2002, de la Dependencia

Regional de Recaudación de Málaga, de notifica-

ción. 6.263

Anuncio de la Delegación de Girona, de citación

para notificación por comparecencia. 6.263

Anuncio de la Dependencia Regional de Recauda-

ción de Badajoz, de citación para práctica de noti-

ficación. 6.264

AYUNTAMIENTO DE MARBELLA

Resolución de 20 de marzo de 2002, por la que

se aprueban las bases que se citan. 6.264

Resolución de 20 de marzo de 2002, por la que

se aprueban las bases generales y anexos que se

citan. 6.279

Resolución de 20 de marzo de 2002, por la que

se aprueban las bases que se citan. 6.292

AYUNTAMIENTO DE CARMONA

Anuncio de bases. 6.296

Anuncio de bases. 6.301

AYUNTAMIENTO DE MARACENA

Anuncio de bases. 6.305

Anuncio de bases. 6.308

Anuncio de bases. 6.310

Anuncio de bases. 6.312

Anuncio de bases. 6.314

Anuncio de bases. 6.316
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CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 19 de marzo de 2002, de la Vice-
consejería, por la que se hace pública la adjudicación
del contrato de suministro que se indica.

1. Entidad adjudicadora.

a) Organismo: Junta de Andalucía. Consejería de Turismo

y Deporte.

b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Planificación Turística. Servicio de Incentivos y

Gestión Turística.

c) Número de expediente: SUM-03/2002-A.

2. Objeto del contrato.

a) Tipo de contrato: Suministro.

b) Descripción del objeto: Suministro para equipamiento

de playas: Aseos.

c) Lotes: No.

d) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: DOCE S250 de 29-12-01; BOE 7 de 08-01-02;

BOJA 7 de 17-01-02.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.

a) Tramitación: ordinaria.

b) Procedimiento: abierto.

c) Forma: Concurso.

4. Presupuesto base de licitación o canon de explotación.

Importe total: 937.128,15 euros.

5. Adjudicación.

a) Fecha: 19 de marzo de 2002.

b) Contratista: Maderas Polanco, SA.

c) Nacionalidad: Española.

d) Importe de adjudicación: 17.980 euros. Precio unitario.

Sevilla, 19 de marzo de 2002.- El Viceconsejero, Javier

Aroca Alonso.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 7 de marzo de 2002, de la Direc-
ción General de Patrimonio, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato de ejecución de las obras
de Construcción Edificio Administrativo en las calles
Arapiles, 10-12 y Martínez Campos, 11 de Almería.

Esta Consejería de Economía y Hacienda, en cumplimiento

de lo establecido en el artículo 93.2 del Real Decreto Legislativo

2/2000, de 16 de junio por el que se aprueba el texto refun-

dido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,

hace pública la adjudicación siguiente:

1. Entidad adjudicadora.

a) Organismo: Consejería de Economía y Hacienda.

b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Patrimonio.

c) Número de expediente: 04.3005ED.01.

2. Objeto del contrato.

a) Tipo de contrato: Obras.

b) Descripción del objeto: «Construcción Edificio Administra-

tivo en las calles Arapiles, 10-12 y Martínez Campos, 11 de

Almería».

c) Lote: Sin lotes.

d) Boletines o Diarios Oficiales y fechas de publicación del

anuncio de licitación: BOJA núm. 94, de 16 de agosto de 2001;

BOE núm. 200, de 21 de agosto de 2001; y DOCE núm. S157,

de 17 de agosto de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.

a) Tramitación: Ordinaria.

b) Procedimiento: Abierto.

c) Forma: Concurso.

4. Presupuesto base de licitación.

Importe total: 6.823.388,22 euros.

5. Adjudicación.

a) Fecha: 19 de noviembre de 2001.

b) Contratista: NECSO Entrecanales Cubiertas, SA.

c) Nacionalidad: Española.

d) Importe de adjudicación: 6.402.385,16 euros.

Sevilla, 7 de marzo de 2002.- El Director General, Fernando

Ron Giménez.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION
PUBLICA

RESOLUCION de 5 de marzo de 2002, de la Delega-
ción Provincial de Málaga, haciendo pública la adjudi-
cación del contrato que se cita (Expte. 04/02).

1. Entidad adjudicadora.

a) Organismo: Delegación Provincial en Málaga de la

Consejería de Justicia y Administración Pública de la Junta de

Andalucía.

b) Dependecia que tramita el expediente: Secretaría

General-Gestión Económica.

c) Número de expediente: 4/2002.

2. Objeto del contrato.

a) Tipo de contrato: Servicios.

b) Descripción del objeto: Servicio de guarda y custodia

de expedientes de la Administración de Justicia.

c) Lote: Unico.

d) Boletín y fecha de publicación licitación.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.

a) Tramitación: Ordinaria.

b) Procedimiento: Negociado sin publicidad.

c) Forma: Negociado sin publicidad.

4. Presupuesto base de licitación: 63.500,00 euros.

5. Adjudicación.

a) Fecha: 25.02.02.

b) Contratista: Organización y Guarda de Archivos, SL.

c) Nacionalidad: Española.

d) Importe adjudicación: 63.500 euros.

Málaga, 15 de marzo de 2002.- La Delegada, Aurora

Santos García de León.

5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos


